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TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  
 DEL 24 DE NOVIEMBRE DE 2017 AL 12 DE ENERO 2018 

 
 
Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación, en: http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx 
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 
jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación, de las ejecutorias 
correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 
 
El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página 
de internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la 
información correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio 
jurisprudencial a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en 
controversia constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial 
de la Federación. 
 

NOVIEMBRE 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2015634  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: 1a. CLXXXIV/2017 (10a.)  
 
VIOLENCIA SEXUAL CONTRA LA MUJER. REGLAS PARA LA VALORACIÓN DE SU TESTIMONIO COMO 
VÍCTIMA DEL DELITO. 
 
De acuerdo con lo previsto en el artículo 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, el Estado debe establecer procedimientos 
legales, justos y eficaces para que las mujeres puedan acceder efectivamente a la justicia, pues las 
mujeres víctimas de violencia, en especial la de tipo sexual, enfrentan barreras extraordinarias 
cuando intentan ejercer este derecho. Por lo tanto, con el objeto de remover esas barreras, los 
testimonios de las víctimas de la totalidad de delitos que involucren actos de violencia sexual 
contra la mujer, deben ser valorados con una perspectiva de género a fin de evitar afirmaciones, 
insinuaciones y alusiones estereotipadas, que generen en el ánimo del juzgador una inadecuada 
valoración que reste credibilidad a la versión de las víctimas. Esas reglas de valoración fueron 
sostenidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al resolver los casos Fernández 
Ortega y Rosendo Cantú y por el Pleno de esta Suprema Corte en la tesis P. XXIII/2015 de rubro: 
"TORTURA EN SU VERTIENTE DE VIOLACIÓN SEXUAL. EL ANÁLISIS PROBATORIO RELATIVO DEBE 
REALIZARSE CON PERSPECTIVA DE GÉNERO.", las cuales deben ser observadas por las personas 
impartidoras de justicia en este tipo de casos, que incluyen, al menos, los siguientes elementos: a) 
se debe considerar que los delitos sexuales son un tipo de agresión que, en general, se producen 
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en ausencia de otras personas más allá de la víctima y la persona o personas agresoras, por lo que 
requieren medios de prueba distintos de otras conductas. En razón de lo anterior no se puede 
esperar la existencia de pruebas gráficas o documentales y, por ello, la declaración de la víctima 
constituye una prueba fundamental sobre el hecho. Asimismo, al analizar la declaración de la 
víctima se debe tomar en cuenta que las agresiones sexuales corresponden a un tipo de delito que 
la víctima no suele denunciar por el estigma que dicha denuncia conlleva usualmente; b) se debe 
tener en cuenta la naturaleza traumática de los actos de violencia sexual. En razón de ello se debe 
entender que es usual que el recuento de los hechos pueda presentar algunas inconsistencias o 
variaciones en cada oportunidad que se solicita realizarlo; c) Se deben tomar en cuenta algunos 
elementos subjetivos de la víctima, como su edad, condición social, pertenencia a un grupo 
vulnerable o históricamente discriminado, entre otros; d) se debe analizar la declaración de la 
víctima en conjunto con otros elementos de convicción, recordando que la misma es la prueba 
fundamental. Entre esos otros elementos se pueden encontrar dictámenes médicos psiquiátricos, 
testimonios, examinaciones médicas, pruebas circunstanciales, indicios y presunciones; y e) las 
pruebas circunstanciales, indicios y presunciones, deben ser utilizadas como medios de prueba 
siempre que de ellos puedan inferirse conclusiones consistentes sobre los hechos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 3186/2016. Marco César Zaldívar Hernández. 1 de marzo de 2017. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña 
Hernández, quienes votaron en contra al considerar que el recurso era improcedente. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett. 
 
Nota: La tesis aislada P. XXIII/2015 (10a.), aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 25 de septiembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 22, Tomo I. septiembre de 2015, página 238. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015633  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CLXII/2017 (10a.)  
 
VALOR AGREGADO. EL ARTÍCULO 15, FRACCIÓN V, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, NO VIOLA 
EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 
 
El precepto citado, al exentar del impuesto al valor agregado por el servicio de transporte público 
terrestre de personas que se preste exclusivamente en áreas urbanas, suburbanas o en zonas 
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metropolitanas, sin incluir a la prestación de ese servicio en áreas foráneas, no viola el principio de 
equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, porque del proceso legislativo que le dio origen se advierten 
circunstancias objetivas y razonables que justifican el otorgamiento del trato diferenciado, ya que 
se buscó proteger a quienes utilizan el transporte público de forma ordinaria para trasladarse a los 
centros de trabajo o escuelas, con el fin de no afectar el presupuesto de las personas con menores 
ingresos; es decir, el legislador justificó la medida con base en el mayor porcentaje del gasto 
corriente que utilizan en transporte público las personas con menores ingresos con relación al 
porcentaje de gasto que en el mismo rubro realizan quienes tienen más ingresos, lo cual refleja lo 
razonable y justificado de la exención otorgada a la prestación del servicio de transporte público 
terrestre de personas referido, para lograr el fin buscado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 781/2015. Autotransportes Tufesa, S.A. de C.V. 5 de abril de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015629  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CLXIII/2017 (10a.)  
 
RENTA. EL ARTÍCULO 39, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE ESTABLECE 
QUE NO SE DARÁN EFECTOS FISCALES A LA REVALUACIÓN DE LOS INVENTARIOS O DEL COSTO DE 
LO VENDIDO, TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 
 
El artículo citado transgrede el principio de proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque en el caso de 
contribuyentes que enajenen mercancías adquiridas o producidas en un ejercicio distinto al de su 
venta, el hecho de no reconocer el efecto inflacionario en la valuación de los inventarios o del 
costo de lo vendido provoca que la renta gravable se determine de una forma que no resulta 
acorde a la capacidad contributiva de aquéllos, ya que, al no tomar en cuenta los efectos 
inflacionarios en el valor de adquisición de los inventarios o del costo de lo vendido el fenómeno 
inflacionario puede tener un impacto negativo en los valores registrados en la contabilidad de las 
personas morales, que al verse disminuidos provoca la determinación de una utilidad mayor a la 
generada en términos reales, que son los que la legislación fiscal estima relevantes para medir la 
capacidad contributiva cuando se considera un periodo mayor al de un ejercicio fiscal. 
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PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 327/2016. Constructora Villa la Estancia, S.A. de C.V. 31 de mayo de 2017. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 916/2015. Caboland, S.A. de C.V. 31 de mayo de 2017. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015627  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CLXI/2017 (10a.)  
 
LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL 
ARTÍCULO 8o., FRACCIÓN XXIV, NO VULNERA LOS PRINCIPIOS DE TIPICIDAD Y RESERVA DE LEY. 
 
El Pleno de este alto tribunal sustentó en la jurisprudencia P./J. 100/2006, (1) que el principio de 
tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en 
materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y 
precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. A su vez, el precepto de 
referencia establece como una obligación de todo servidor público, abstenerse de cualquier acto u 
omisión que implique incumplir cualquier disposición legal, reglamentaria o administrativa, 
relacionada con el servicio público, y precisa que la eventual inobservancia de dicha obligación 
constituye una infracción que dará lugar al procedimiento y a las sanciones correspondientes. 
Dicha disposición no vulnera los principios de tipicidad, ni reserva de ley, pues constituye una 
norma formal y materialmente legislativa que, con un grado de certeza y concreción 
constitucionalmente exigibles, establece el núcleo básico de las conductas infractoras. Cierto es 
que estas últimas requieren, para su delimitación, acudir a otras normas (legales, administrativas o 
reglamentarias) para conocer si, efectivamente, un servidor público ha incurrido en la conducta 
infractora. Sin embargo, tal remisión se encuentra acotada a que las normas respectivas estén 
relacionadas con el servicio público y, en todo caso, es el propio precepto -formal y materialmente 
legislativo- el que contiene el núcleo esencial que motiva la infracción, a saber, no abstenerse de 
llevar a cabo acciones u omisiones que conlleven el incumplimiento de las disposiciones 
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relacionadas con el servicio público. Por tanto, el servidor público tiene certeza sobre las 
conductas que tiene prohibido llevar a cabo de acuerdo a su función, cargo, puesto o comisión, y 
se impide a la autoridad sancionadora incurrir en arbitrariedad, al no ser ella quien define la 
conducta ilícita. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 3553/2016. Francisco Eugenio Luna Rodríguez. 23 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
formuló voto concurrente relacionado con la procedencia del recurso. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado. 
 
1. La tesis de jurisprudencia P./J. 100/2006 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, agosto de 2006, página 1667, con el rubro: 
"TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES 
APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS." 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015626  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CLXXV/2017 (10a.)  
 
INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. EL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN X, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE 
LA RENTA, NO PUEDE ANALIZARSE A LA LUZ DE ESE PRINCIPIO. 
 
El interés superior del menor, en el ámbito jurisdiccional, es un principio orientador de la actividad 
interpretativa relacionada con cualquier norma jurídica que tenga que aplicarse a un menor en un 
caso concreto o que pueda afectar sus intereses. Ahora bien, el artículo 79, fracción X, de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, que establece que no son contribuyentes del impuesto las 
sociedades o asociaciones de carácter civil que se dediquen a la enseñanza, con autorización o con 
reconocimiento de validez oficial de estudios en los términos de la Ley General de Educación, así 
como las instituciones creadas por decreto presidencial o por ley, cuyo objeto sea la enseñanza, 
siempre que sean consideradas como instituciones autorizadas para recibir donativos deducibles 
en términos de la propia ley, no es una norma que pueda aplicarse a un menor en un caso 
concreto ni afecta sus intereses, ya que sólo vincula a las sociedades o asociaciones civiles 
dedicadas a la enseñanza, en tanto que las sujeta a contar con autorización para recibir donativos 
deducibles, para ser consideradas como no contribuyentes del impuesto sobre la renta. 
Consecuentemente, el artículo 79 referido, al no estar dirigido a los menores de edad, no puede 
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analizarse a la luz del principio de interés superior del menor, pues no es un precepto que exija 
una interpretación sistemática que deba tener como principio orientador los deberes de 
protección de los menores y los derechos especiales de éstos, ya que sólo se refiere a la forma en 
que tributarán las sociedades o asociaciones civiles dedicadas a la enseñanza. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1329/2015. Colegio Carol Baur, S.C. 17 de mayo de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 1124/2015. Universidad La Salle Nezahualcóyotl, A.C. 31 de mayo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Fernando Cruz Ventura.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015625  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CLXXIV/2017 (10a.)  
 
INSTITUCIONES DE ENSEÑANZA. LOS ARTÍCULOS 79, FRACCIÓN X, Y NOVENO TRANSITORIO, 
FRACCIÓN XXII, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA PARA DOS MIL CATORCE, NO 
TRANSGREDEN EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD, EN SU VERTIENTE DE MOTIVACIÓN LEGISLATIVA. 
 
Es criterio de este Alto Tribunal que las garantías de fundamentación y motivación tratándose de 
leyes se satisfacen cuando el legislador actúa dentro de los límites de las atribuciones que la 
Constitución correspondiente le confiere (fundamentación), y cuando las leyes que emite se 
refieren a relaciones sociales que reclaman ser jurídicamente reguladas (motivación). Al efecto, la 
motivación de los actos legislativos puede ser de dos tipos: reforzada y ordinaria. La reforzada, se 
actualiza cuando se emiten ciertos actos o normas en los que puede llegarse a afectar algún 
derecho fundamental u otro bien relevante desde el punto de vista constitucional, y tratándose de 
las reformas legislativas esa exigencia se despliega cuando se detecta alguna "categoría 
sospechosa"; mientras que la ordinaria se presenta cuando no está en juego alguna de esas 
categorías, es decir, cuando el acto o la norma de que se trate no tiene que pasar por una 
ponderación específica de las circunstancias concretas del caso porque no subyace algún tipo de 
riesgo de merma de algún derecho fundamental o bien constitucionalmente análogo. En cuanto a 
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las normas referidas si bien el legislador no expresó durante el proceso de su creación la 
información relativa a: i) por qué decidió dar un tratamiento desigual a las instituciones de 
enseñanza, a partir de la "autorización para recibir donativos deducibles"; ii) por qué las 
instituciones de enseñanza que a partir de dos mil catorce no contaran con la citada autorización 
cambiarían de régimen fiscal; y, iii) la forma en que impacta en el sistema educativo nacional que 
se consideren a ciertas instituciones de enseñanza como sujetos del Título II de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta; ello no transgrede el principio de legalidad, en su vertiente de motivación 
legislativa, pues los órganos que intervinieron en la creación de esas normas sí determinaron que, 
para evitar un uso abusivo del beneficio que constituye encontrarse en el Título III de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, así como que la autoridad fiscal tuviera control de los ingresos que las 
instituciones de enseñanza obtenían, se estableciera que para gozar del citado beneficio se 
considerarán instituciones autorizadas para recibir donativos deducibles. Al efecto, en atención al 
escrutinio laxo que debe hacerse de las normas fiscales, la medida adoptada por el legislador es 
constitucionalmente válida e idónea para cumplir con la finalidad que se persigue y mínimamente 
proporcional, pues con las normas reclamadas se pretende que las sociedades o asociaciones que 
tengan ingresos por actividades distintas de la enseñanza, contribuyan al gasto público. Esto es, las 
referidas normas se encuentran suficientemente motivadas para no transgredir el principio de 
legalidad, en su vertiente de motivación legislativa, en tanto que la medida utilizada por el 
legislador es razonablemente proporcional para la finalidad que perseguía con su establecimiento. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 904/2015. Universidad del Valle de Matatipac, S.C. 17 de mayo de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015624  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 1a. CLXIX/2017 (10a.)  
 
INSTITUCIONES DE ENSEÑANZA. LAS QUE NO CUENTEN CON AUTORIZACIÓN PARA RECIBIR 
DONATIVOS DEDUCIBLES Y TENGAN QUE TRIBUTAR EN EL RÉGIMEN GENERAL DE LAS PERSONAS 
MORALES DURANTE EL EJERCICIO FISCAL DE 2014, DEBEN EFECTUAR PAGOS PROVISIONALES 
HASTA EL SEGUNDO EJERCICIO FISCAL QUE TRIBUTEN EN ESE RÉGIMEN. 
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De la interpretación sistemática del artículo noveno transitorio, fracción XXII, en relación con el 
numeral 14, ambos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, se colige que las instituciones de 
enseñanza que no cuenten con autorización para recibir donativos deducibles en términos de la 
ley relativa, y que con anterioridad tributaban en el "régimen de las personas morales con fines no 
lucrativos", deberán cumplir con las obligaciones fiscales establecidas en su título II denominado 
"De las personas morales", entre las que destaca la presentación de pagos provisionales. En ese 
sentido, aun cuando en el ejercicio fiscal de 2014 no tendrían coeficiente de utilidad conforme al 
artículo 14 citado, las personas morales que comienzan a tributar en el régimen general, en el 
primer ejercicio fiscal no presentarán pagos provisionales, sino que tendrán que hacerlo hasta el 
segundo; en tanto que la fracción I de ese numeral dispone que, tratándose de este último, el 
primer pago provisional comprenderá el primero, el segundo y el tercer mes del ejercicio, y se 
considerará el coeficiente de utilidad fiscal del primer ejercicio, aun cuando no hubiera sido de 
doce meses. Consecuentemente, las instituciones de enseñanza que no cuenten con autorización 
para recibir donativos deducibles y tengan que tributar en el régimen general "De las personas 
morales", previsto en dicho título, durante el ejercicio fiscal de 2014 no efectuarán pagos 
provisionales, sino que deberán hacerlo hasta el segundo ejercicio que tributen en dicho régimen. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 904/2015. Universidad del Valle de Matatipac, S.C. 17 de mayo de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015623  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CLXXVII/2017 (10a.)  
 
INSTITUCIONES DE ENSEÑANZA AUTORIZADAS PARA RECIBIR DONATIVOS DEDUCIBLES. EL 
ARTÍCULO 79, FRACCIÓN X, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA VIGENTE A PARTIR DEL 1 
DE ENERO DE 2014, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS, 
EN SU VERTIENTE DE NO REGRESIVIDAD. 
 
El precepto citado, al establecer que no son contribuyentes del impuesto sobre la renta las 
sociedades o asociaciones de carácter civil dedicadas a la enseñanza, con autorización o con 
reconocimiento de validez oficial de estudios en los términos de la Ley General de Educación, así 
como las instituciones creadas por decreto presidencial o por ley, cuyo objeto sea la enseñanza, 
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siempre que se consideren como instituciones autorizadas para recibir donativos deducibles en 
términos de la propia ley, no transgrede el principio de progresividad de los derechos humanos, en 
su vertiente de no regresividad, pues no afecta algún derecho adquirido por los causantes, ya que 
ese tipo de contribuyentes no adquirieron el derecho a tributar en un determinado régimen para 
siempre, es decir, que en todo momento deba considerárseles como "no contribuyentes" del 
impuesto sobre la renta; además, porque la norma anterior que regía su actuación (artículo 95, 
fracción X) así lo consideraba hasta antes de la entrada en vigor de la legislación actual, máxime si 
se considera que del proceso legislativo se advierte que la reforma de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta relativa a las instituciones privadas de enseñanza, no tiene como efecto dejar de apoyarlas 
en cuanto a su actividad educativa, sino lo que persigue es que no abusen de su condición de "no 
contribuyentes" y reciban ingresos provenientes de otras fuentes que, propiamente, constituyen 
actividades empresariales. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 304/2015. Centro Escolar Summerhill, A.C. 31 de mayo de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando 
Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 543/2015. Colegio Inglés Q. Roo, S.C. 31 de mayo de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz 
Ventura. 
 
Amparo en revisión 991/2014. Asociación Álamos, S.C. 31 de mayo de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz 
Ventura.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015621  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 1a. CLXIV/2017 (10a.)  
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INGRESOS POR ENAJENACIONES A PLAZOS Y POR ARRENDAMIENTO FINANCIERO. MOMENTO EN 
QUE SE OBTIENEN PARA EFECTOS DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. 
 
La enajenación a plazos es una modalidad del contrato de compraventa; en esa virtud, atento a la 
naturaleza de ese acto jurídico el ingreso gravado por la Ley del Impuesto sobre la Renta, se 
genera desde el momento en que los contratantes han convenido sobre la cosa y su precio, 
aunque la primera no se haya entregado ni el segundo satisfecho; esto es, en este supuesto el 
tributo se causa en el momento en que los contratantes llegan a un acuerdo sobre el precio y la 
cosa, pues basta que se actualice la transmisión de propiedad para que el vendedor vea 
modificado positivamente su patrimonio, toda vez que contará con un derecho de crédito que le 
permitirá cobrar el precio pactado. En tanto que en el arrendamiento financiero, el arrendador se 
obliga a adquirir determinados bienes y a conceder su uso o goce temporal, a plazo forzoso; 
mientras que el arrendatario se obliga a pagar una contraprestación que se liquidará en pagos 
parciales, así como a adoptar al vencimiento del contrato, alguna de las siguientes opciones: i) la 
compra de los bienes a un precio inferior a su valor de adquisición; ii) a prorrogar el plazo para 
continuar con el uso o goce temporal, pagando una renta inferior a los pagos periódicos que venía 
haciendo; y, iii) a participar con el arrendador en el precio de la venta de los bienes a un tercero. 
Así, en este último caso lo que genera el ingreso no es la traslación de propiedad, sino el 
otorgamiento del uso o goce temporal del bien; cuestión distinta es que al término del 
arrendamiento pueda optarse por la adquisición del bien arrendado ya que es una situación 
contingente que no afecta en la generación primigenia de los ingresos, pues se opte o no por 
adquirir el bien arrendado, lo que genera el ingreso es el otorgamiento previo de su uso o goce 
temporal. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 327/2016. Constructora Villa la Estancia, S.A. de C.V. 31 de mayo de 2017. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 916/2015. Caboland, S.A. de C.V. 31 de mayo de 2017. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 1004/2014. Excelencias Vacacionales, S.A. de C.V. 31 de mayo de 2017. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Fernando Cruz Ventura. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2015620  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CLXXXIII/2017 (10a.)  
 
HOSTIGAMIENTO SEXUAL. CONSTITUYE UNA FORMA DE VIOLENCIA CONTRA LA MUJER. 
 
A la luz del derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, reconocido en el artículo 3 de la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, el 
hostigamiento sexual constituye una forma de violencia contra la mujer, pues del artículo 259 bis 
del Código Penal Federal y de los criterios sostenidos por el Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer, se advierte que dicho hostigamiento conforma una conducta de 
tono sexual que, aun cuando puede no incluir algún contacto físico, atenta contra la libertad, 
dignidad e integridad física y psicológica de las mujeres al ser una expresión de abuso de poder 
que implica la supremacía masculina sobre éstas, al denigrarlas y concebirlas como objetos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 3186/2016. Marco César Zaldívar Hernández. 1 de marzo de 2017. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña 
Hernández, quienes votaron en contra al considerar que el recurso era improcedente. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015619  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CLX/2017 (10a.)  
 
HOMOLOGACIÓN DE SENTENCIA EXTRANJERA. NO PROCEDE SI SOBREVIENE UNA RESOLUCIÓN DE 
UN TRIBUNAL MEXICANO QUE IMPIDA SU EJECUCIÓN. 
 
En virtud de que la finalidad del procedimiento de homologación de sentencia extranjera o 
exequátur es determinar si a dicho fallo pueden concedérsele efectos ejecutivos en el territorio 
nacional, como si hubiera sido emitido por los tribunales nacionales, cuando sobrevenga una 
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sentencia dictada por un tribunal mexicano que implique la imposibilidad de ejecutar lo resuelto 
por el extranjero, debe negarse eficacia ejecutiva a la resolución de este último. Lo anterior es así, 
pues en términos del artículo 605 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, 
aplicable para la Ciudad de México, en ese supuesto cabe aplicar las reglas procesales sobre la 
eficacia ejecutiva de las sentencias conforme a las cuales, el Derecho toma en cuenta supuestos 
que tienen lugar en la realidad en que, aun cuando se ha dictado sentencia ejecutoriada donde se 
reconocen ciertos derechos y se ordena ejecutarlos, dicha condena no puede cumplirse, y 
normalmente lo hace mediante la previsión de las excepciones que pueden oponerse contra la 
solicitud de ejecución de una sentencia, las cuales tienen como nota común fundarse en hechos 
posteriores y estar apoyadas en prueba documental o confesional, es decir, debe tratarse de 
hechos que sobrevienen después y que pueden representar un obstáculo para la ejecución, así 
como estar debidamente sustentados en prueba suficiente; condiciones que se cumplen en el 
supuesto mencionado, en que debe negarse la homologación de la sentencia extranjera, ante la 
imposibilidad de su ejecución. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 578/2016. 1 de febrero de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015618  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CLIX/2017 (10a.)  
 
HOMOLOGACIÓN DE SENTENCIA EXTRANJERA. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 606, FRACCIÓN VI, 
DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA 
CIUDAD DE MÉXICO. 
 
El precepto citado prevé que las sentencias, laudos y resoluciones dictados en el extranjero 
podrán tener fuerza de ejecución, si se cumple con la condición de que la acción que les dio origen 
no sea materia de juicio que esté pendiente entre las mismas partes ante tribunales mexicanos y 
en el cual hubiere prevenido el tribunal mexicano o cuando menos que el exhorto o la carta 
rogatoria para emplazar hubiere sido tramitado y entregado a la Secretaría de Relaciones 
Exteriores o a las autoridades del Estado donde deba practicarse el emplazamiento, y que la 
misma regla se aplicará cuando se hubiera dictado sentencia definitiva. Ahora bien, su 
interpretación gramatical y sistemática conduce a determinar que debe negarse la homologación 
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de una sentencia extranjera cuando, antes que el tribunal extranjero, el mexicano hubiere 
prevenido en el conocimiento del asunto sobre la propia acción y entre las mismas partes, o donde 
al menos el exhorto o carta rogatoria para emplazar ya se haya tramitado y entregado a la 
secretaría referida o a las autoridades del Estado donde deba hacerse el emplazamiento, ya sea 
que el juicio ante los tribunales mexicanos esté pendiente o ya resuelto con sentencia definitiva. 
Lo anterior es así, pues la aplicación del precepto citado supone que tanto el Juez mexicano como 
el extranjero puedan llegar a ser competentes para conocer del mismo litigio, pero se privilegia el 
conocimiento del asunto por el tribunal mexicano cuando éste previno en su conocimiento, lo cual 
ocurre con la realización del emplazamiento, o bien, si al menos ya se ha tramitado y entregado a 
las autoridades correspondientes el exhorto o carta rogatoria para emplazar. En cambio, la citada 
condición es inaplicable para verificar la prevención en el conocimiento, cuando ante los 
tribunales mexicanos se siga o se haya seguido algún juicio entre las mismas partes pero sobre 
distinta acción o causa de pedir, porque en ese caso se trata de litigios diferentes donde, por 
tanto, no puede haber concurrencia en la competencia del tribunal extranjero y del nacional. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 578/2016. 1 de febrero de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015615  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 1a. CLXVII/2017 (10a.)  
 
ENAJENACIÓN A PLAZOS. LA DISPONIBILIDAD DEL PRECIO PACTADO EN EL CONTRATO RELATIVO 
NO ES UN COMPONENTE INDISPENSABLE EN LA GENERACIÓN DEL INGRESO DEL CONTRIBUYENTE. 
 
En un contrato de enajenación a plazos el elemento relativo a la disponibilidad del precio total 
pactado, no es un componente indispensable en la generación del ingreso, pues las entradas en 
efectivo no son las que necesariamente producen una modificación en el patrimonio del 
contribuyente. Así, conforme a las reglas que rigen dicho contrato, basta que las partes acuerden 
el precio y la cosa, para que el vendedor obtenga el derecho de recibir el precio y el comprador la 
cosa, y que el patrimonio de ambos se modifique; consecuentemente, de la modificación positiva 
del patrimonio surge la potencialidad de contribuir al gasto público. En tal virtud, resulta 
irrelevante si al momento en que se modifica a favor de un sujeto su patrimonio, éste puede o no 
disponer en efectivo de las cantidades monetarias pactadas como precio total en el contrato, ya 
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que la potencialidad real de contribuir al gasto público, tratándose del contrato de enajenación 
referido, no tiene justificación en la obtención del ingreso en la forma de dinero en efectivo, sino 
que dicha potencialidad proviene del momento en que el contribuyente registra un aumento 
positivo en su patrimonio, lo cual se actualiza al pactarse sobre el precio y la cosa, pues a partir de 
ahí, el sujeto pasivo cuenta con un derecho de crédito. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1481/2015. Valle de los Mezquites, S.A. de C.V. 17 de mayo de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando 
Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 402/2016. Promociones Habitacionales del Centro de México, S.A. de C.V. 24 
de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando 
Cruz Ventura. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 

 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2015603  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a./J. 101/2017 (10a.)  
 
TORTURA. ES INNECESARIO REPONER EL PROCEDIMIENTO CUANDO NO EXISTA CONFESIÓN DE 
LOS HECHOS IMPUTADOS O CUALQUIER ACTO QUE CONLLEVE AUTOINCRIMINACIÓN DEL 
INCULPADO. 
 
En el criterio emitido por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
jurisprudencia 1a./J. 10/2016 (10a.), (1) de rubro: "ACTOS DE TORTURA. LA OMISIÓN DEL JUEZ 
PENAL DE INSTANCIA DE INVESTIGAR LOS DENUNCIADOS POR EL IMPUTADO, CONSTITUYE UNA 
VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO QUE TRASCIENDE A SU DEFENSA Y AMERITA LA 
REPOSICIÓN DE ÉSTE.", se establece que la omisión de la autoridad judicial de investigar una 
denuncia de tortura como violación a derechos fundamentales con repercusión en el proceso 
penal, constituye una violación a las leyes que rigen el procedimiento, que trasciende a las 
defensas del quejoso en términos de los artículos 173, fracción XXII, de la Ley de Amparo, 1o., 
párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 1, 6, 8 y 10 
de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y, consecuentemente, debe 
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ordenarse la reposición del procedimiento de primera instancia para realizar la investigación 
correspondiente y analizar la denuncia de tortura, únicamente desde el punto de vista de violación 
de derechos humanos dentro del proceso penal, a efecto de corroborar si existió o no dicha 
transgresión para los fines probatorios correspondientes al dictar la sentencia. No obstante, en 
aquellos casos en que no exista confesión o algún otro acto que implique autoincriminación como 
consecuencia de los actos de tortura alegados, no resulta procedente ordenar la reposición del 
procedimiento de conformidad con la jurisprudencia antes citada, pues en esos supuestos la 
violación a derechos humanos derivada de la tortura carece de trascendencia en el proceso penal 
por no haber impacto; sin embargo, fuera de esos supuestos de excepción, deberá procederse 
como se describe en el criterio jurisprudencial de referencia. Es decir, que la jurisprudencia a que 
se alude tendrá aplicación siempre que se trate de asuntos en los que, como consecuencia de la 
tortura, se haya verificado la confesión o cualquier manifestación incriminatoria del inculpado, 
porque en tal caso, la autoridad jurisdiccional estará obligada a realizar una investigación a fin de 
determinar si se actualizó o no la tortura y, de corroborarse ésta, deberá ceñirse a los parámetros 
constitucionales fijados en relación con las reglas de exclusión de las pruebas ilícitas, esto es, que 
de no acreditarse el señalado supuesto de excepción, el citado criterio jurisprudencial operará en 
sus términos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 6160/2016. Cristian Isaid Berrios Nieto. 31 de mayo de 2017. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto aclaratorio relacionado con la procedencia del recurso. 
Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles. 
 
Amparo directo en revisión 5391/2015. Roberto Ornelas López. 14 de junio de 2017. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
aclaratorio relacionado con la procedencia del recurso. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
Amparo directo en revisión 6295/2015. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio relacionado con la 
procedencia del recurso. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas 
Becerra. 
 
Amparo directo en revisión 6086/2016. Franklin Cortez León. 21 de junio de 2017. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
reservó su derecho para formular voto aclaratorio, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio relacionado con la 
procedencia del recurso. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
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Amparo directo en revisión 7372/2016. 28 de junio de 2017. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio relacionado 
con la procedencia del recurso. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Nota: El presente criterio derivó originalmente del amparo directo en revisión 6564/2015, de la 
ponencia del Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, fallado el 18 de mayo de 2016, por mayoría 
de tres votos, por lo que no constituye un precedente idóneo para la integración de jurisprudencia 
por reiteración. 
 
Tesis de jurisprudencia 101/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de quince de noviembre de dos mil diecisiete.  
 
1. La tesis jurisprudencial 1a./J. 10/2016 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 29 de abril de 2016 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 29, Tomo II, abril de 2016, página 894, registro 
digital: 2011521.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
noviembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015602  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a./J. 91/2017 (10a.)  
 
ROBO. EL ARTÍCULO 224, FRACCIÓN VIII, DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, QUE 
PREVÉ COMO AGRAVANTE QUE ESE DELITO SE COMETA RESPECTO DE VEHÍCULO AUTOMOTRIZ O 
PARTE DE ÉSTE, NO TRANSGREDE EL ARTÍCULO 23 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 
El precepto constitucional citado, al prever que nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo 
delito, ya sea que en el juicio se le absuelva o se le condene, consagra el principio de seguridad 
jurídica de los procesados, en el sentido de que prohíbe la duplicidad o repetición de procesos 
respecto de los mismos hechos considerados delictivos. Ahora bien, el artículo 224, fracción VIII, 
del Código Penal para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, al establecer una 
penalidad agravada diversa a la establecida para el tipo básico de robo, cuando se cometa 
respecto de vehículo automotriz o parte de éste, no transgrede el artículo 23 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que no autoriza la imposición de una doble pena al 
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infractor. Lo anterior es así, porque no debe confundirse la calificativa de la conducta desplegada 
con la recalificación del delito, pues mientras la primera es la circunstancia que modifica un tipo 
básico para agravarlo o atenuarlo, la segunda consiste en volver a calificar la misma conducta con 
base en un diverso ilícito; de forma que, aun cuando el artículo 220 del propio código describe el 
tipo básico del delito de robo y determina la penalidad correspondiente de acuerdo a la cuantía o 
monto de lo robado, el artículo 224, fracción VIII, del código aludido, precisa la pena que debe 
imponerse cuando el robo se realice bajo determinadas circunstancias, esto es, el tipo legal básico 
considera la cuantía para determinar su sanción y el delito especial toma como base las 
circunstancias de su ejecución. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 784/2007. Óscar Felipe Chávez Valencia. 4 de julio de 2007. Cinco 
votos de los Ministros José de Jesús Gudiño Pelayo, Sergio A. Valls Hernández, Juan N. Silva Meza, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y José Ramón Cossío Díaz. Ponente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Secretario: Rogelio Alberto Montoya Rodríguez. 
 
Amparo directo en revisión 2358/2009. 10 de febrero de 2010. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: 
Amalia Tecona Silva. 
 
Amparo directo en revisión 35/2011. Diego Armando Hernández y otro. 30 de marzo de 2011. 
Cinco votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. 
Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Amparo directo en revisión 213/2013. Juan Luis Gómez Espinosa. 6 de marzo de 2013. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles. 
 
Amparo directo en revisión 1492/2014. Omar Bernal Noguez o Édgar Clemente Frías Cruz. 3 de 
septiembre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Tesis de jurisprudencia 91/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de quince de noviembre de dos mil diecisiete. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
noviembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2015596  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a./J. 93/2017 (10a.)  
 
DERECHO FUNDAMENTAL DE LOS EXTRANJEROS A LA NOTIFICACIÓN, CONTACTO Y ASISTENCIA 
CONSULAR. SU FUENTE Y JERARQUÍA EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO MEXICANO. 
 
En el marco de un sistema democrático, una vez que una persona se encuentra en el territorio de 
un Estado del cual no es nacional, dicho Estado está obligado a concederle un estándar mínimo de 
derechos; uno de ellos, cuya importancia resulta trascendental, es la posibilidad de que el 
extranjero sea asistido por algún miembro de la delegación consular de su país en el territorio en 
el que se encuentre. Así, en nuestro ordenamiento jurídico, dicho derecho está contenido en los 
artículos 36, párrafo primero, de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares y 128, 
fracción IV, del Código Federal de Procedimientos Penales abrogado. Asimismo, la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia 1a./J. 107/2012 (10a.), (1) 
de rubro: "PRINCIPIO PRO PERSONA. CRITERIO DE SELECCIÓN DE LA NORMA DE DERECHO 
FUNDAMENTAL APLICABLE.", sostuvo que en materia de derechos fundamentales, nuestro orden 
jurídico tiene dos fuentes primigenias: 1) los derechos fundamentales reconocidos en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y, 2) todos aquellos derechos humanos 
establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte. Ahora bien, 
las normas provenientes de ambas fuentes gozan de rango constitucional y, por tanto, son normas 
supremas del ordenamiento jurídico mexicano, lo que implica que los valores, principios y 
derechos que ellas materializan deben permear en todo el orden jurídico, obligando a todas las 
autoridades a su aplicación y, en aquellos casos en que sea procedente, a su interpretación. En ese 
sentido, el catálogo de derechos fundamentales no se encuentra limitado a lo prescrito en la 
Constitución Federal, sino que también incluye a todos aquellos derechos que figuran en los 
tratados internacionales ratificados por el Estado Mexicano, por lo que es incuestionable que el 
derecho de los extranjeros a la notificación, contacto y asistencia consular es un derecho 
fundamental vigente en nuestro país. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 72/2012. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien formuló voto concurrente relacionado con los efectos de la concesión de amparo, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente 
relacionado con los efectos de la concesión de amparo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, 
quien formuló voto concurrente relacionado con los efectos de la concesión de amparo, y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 886/2013. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente relacionado con los efectos de la 
concesión de amparo, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
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Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente relacionado con los efectos de la 
concesión de amparo, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: José Díaz de León Cruz. 
 
Amparo directo 2/2013. Samuel Hernández Pérez o José Ernesto Alvarado Pérez. 12 de junio de 
2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente 
relacionado con los efectos de la concesión de amparo, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 1974/2013. Norma Beatriz Díaz Gómez. 10 de julio de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 880/2014. Meir Shtainmetz. 15 de octubre de 2014. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente y Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, en su ausencia hizo suyo el proyecto Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Jorge Roberto Ordóñez Escobar. 
 
Nota: El presente criterio derivó originalmente del amparo directo en revisión 517/2011, de la 
ponencia de la Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas, fallado el 23 de enero de 2013, 
por mayoría de tres votos, por lo que no constituye un precedente idóneo para la integración de 
jurisprudencia por reiteración. 
 
Tesis de jurisprudencia 93/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de quince de noviembre de dos mil diecisiete. 
 
(1) La tesis de jurisprudencia 1a./J. 107/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIII, Tomo 2, octubre de 2012, página 
799. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
noviembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
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DERECHO FUNDAMENTAL A LA NOTIFICACIÓN, CONTACTO Y ASISTENCIA CONSULAR. SU 
CONTENIDO ESPECÍFICO Y RELEVANCIA PARA GARANTIZAR UNA DEFENSA ADECUADA DE LOS 
EXTRANJEROS. 
 
Del artículo 36, párrafo primero, de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares derivan, 
para el extranjero detenido en territorio mexicano, los siguientes derechos: 1) las autoridades 
deben informar al extranjero que ha sido detenido, o que se encuentre bajo cualquier tipo de 
custodia, que tiene derecho a comunicarse con la oficina o representación consular de su país, la 
información de dicho derecho debe ser inmediata y no puede demorarse bajo ninguna 
circunstancia; 2) el extranjero tiene derecho a escoger si desea o no contactar a su respectivo 
consulado; 3) una vez que el extranjero decide que desea contactar a la oficina consular de su país, 
la autoridad debe informar de esta situación a la oficina consular correspondiente que se 
encuentre más cercana al lugar en donde se realizó la detención, comunicación que deberá ser 
inmediata y realizarse a través de todos los medios que estén al alcance de la autoridad 
respectiva; y, 4) la autoridad deberá garantizar la comunicación, visita y contacto entre el 
extranjero y la oficina consular de su país, para que ésta le brinde a aquél una asistencia inmediata 
y efectiva. Ahora bien, este último punto, que representa la asistencia consular en un sentido 
estricto, tiene a su vez una serie de implicaciones que deben especificarse: a) la exigencia de 
asistencia consular en el proceso penal tiene especial proyección debido a la complejidad técnica 
de las cuestiones jurídicas que en él se debaten y por la relevancia de los bienes jurídicos que 
pueden afectarse; b) la asistencia consular, en cuanto derecho subjetivo, tiene como finalidad 
asegurar la efectiva realización de los principios de igualdad de las partes y de contradicción que 
rigen un proceso penal, para evitar desequilibrios o limitaciones en la defensa del extranjero; y, c) 
la asistencia consular es una garantía del correcto desenvolvimiento del proceso y una exigencia 
estructural de éste. Así, el derecho fundamental a la asistencia consular de los extranjeros no 
puede concebirse como un mero requisito de forma, pues cuando una autoridad, ya sea policial, 
ministerial o judicial, impide a un extranjero suplir sus carencias, a través de los medios que el 
artículo 36 citado pone a su disposición, no sólo limita sino que hace imposible la plena 
satisfacción del derecho a una defensa adecuada. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 72/2012. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien formuló voto concurrente relacionado con los efectos de la concesión de amparo, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente 
relacionado con los efectos de la concesión de amparo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, 
quien formuló voto concurrente relacionado con los efectos de la concesión de amparo, y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 886/2013. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente relacionado con los efectos de la 
concesión de amparo, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente relacionado con los efectos de la 
concesión de amparo, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: José Díaz de León Cruz. 
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Amparo directo 2/2013. Samuel Hernández Pérez o José Ernesto Alvarado Pérez. 12 de junio de 
2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente 
relacionado con los efectos de la concesión de amparo, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 1974/2013. Norma Beatriz Díaz Gómez. 10 de julio de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 880/2014. Meir Shtainmetz. 15 de octubre de 2014. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente y Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, en su ausencia hizo suyo el proyecto Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Jorge Roberto Ordóñez Escobar. 
 
Nota: El presente criterio derivó originalmente del amparo directo en revisión 517/2011, de la 
ponencia de la Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas, fallado el 23 de enero de 2013, 
por mayoría de tres votos, por lo que no constituye un precedente idóneo para la integración de 
jurisprudencia por reiteración. 
 
Tesis de jurisprudencia 96/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de quince de noviembre de dos mil diecisiete. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
noviembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015593  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a./J. 94/2017 (10a.)  
 
DERECHO FUNDAMENTAL A LA NOTIFICACIÓN, CONTACTO Y ASISTENCIA CONSULAR. FINALIDAD 
DEL ARTÍCULO 36, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE RELACIONES 
CONSULARES EN EL DERECHO INTERNACIONAL. 
 
Una de las funciones primordiales de las delegaciones consulares es proporcionar ayuda a los 
connacionales que se encuentran en problemas fuera de su país. Ahora bien, el artículo 36, 
párrafo primero, de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, que contiene el derecho 
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fundamental a la notificación, contacto y asistencia consular, es el resultado del consenso 
internacional de que los extranjeros se enfrentan a desventajas singulares al ser detenidos por una 
autoridad y sometidos a un proceso penal bajo las normas de un ordenamiento jurídico que les 
resulta extraño. Así, el derecho aludido representa el punto de encuentro entre dos 
preocupaciones básicas del derecho internacional: 1) afianzar el papel de las oficinas consulares 
como representantes de la soberanía de su país de origen; y, 2) la creciente preocupación de la 
comunidad internacional por el respeto a los derechos humanos, siendo particularmente relevante 
la tutela judicial efectiva de aquellos derechos que conforman las garantías del debido proceso. En 
ese sentido, la importancia de este derecho fundamental ha sido reconocida por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, al emitir la Opinión Consultiva OC-16/99, intitulada "El 
derecho a la información sobre la asistencia consular en el marco de las garantías del debido 
proceso legal", en la que se estableció que el derecho a la asistencia consular es parte del corpus 
iuris del derecho internacional de los derechos humanos contemporáneo, por lo que debe 
reconocerse y considerarse en el marco de las garantías mínimas para brindar a los extranjeros la 
oportunidad de preparar adecuadamente su defensa y contar con un juicio justo. Asimismo, la 
Corte Internacional de Justicia, en el Caso Avena y otros nacionales mexicanos (México Vs. Estados 
Unidos de América), reconoció que el artículo 36 referido consagra un verdadero derecho 
fundamental para los individuos detenidos en el extranjero y que los Estados deben propiciar 
todas las medidas posibles que otorgue su ordenamiento jurídico para reparar a los extranjeros las 
violaciones a este derecho. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 72/2012. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien formuló voto concurrente relacionado con los efectos de la concesión de amparo, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente 
relacionado con los efectos de la concesión de amparo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, 
quien formuló voto concurrente relacionado con los efectos de la concesión de amparo, y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 886/2013. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente relacionado con los efectos de la 
concesión de amparo, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente relacionado con los efectos de la 
concesión de amparo, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: José Díaz de León Cruz. 
 
Amparo directo 2/2013. Samuel Hernández Pérez o José Ernesto Alvarado Pérez. 12 de junio de 
2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente 
relacionado con los efectos de la concesión de amparo, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 1974/2013. Norma Beatriz Díaz Gómez. 10 de julio de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León Cruz. 
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Amparo directo en revisión 880/2014. Meir Shtainmetz. 15 de octubre de 2014. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente y Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, en su ausencia hizo suyo el proyecto Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Jorge Roberto Ordóñez Escobar. 
 
Nota: El presente criterio derivó originalmente del amparo directo en revisión 517/2011, de la 
ponencia de la Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas, fallado el 23 de enero de 2013, 
por mayoría de tres votos, por lo que no constituye un precedente idóneo para la integración de 
jurisprudencia por reiteración. 
 
Tesis de jurisprudencia 94/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de quince de noviembre de dos mil diecisiete. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
noviembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015592  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a./J. 95/2017 (10a.)  
 
DERECHO FUNDAMENTAL A LA NOTIFICACIÓN, CONTACTO Y ASISTENCIA CONSULAR. ACCIONES 
BÁSICAS QUE IMPLICAN SU INTERVENCIÓN. 
 
El derecho fundamental citado, contenido en el artículo 36, párrafo primero, de la Convención de 
Viena sobre Relaciones Consulares, puede asumir diversas formas, dependiendo de las 
circunstancias particulares de cada caso. No obstante, su intervención implica, por lo menos, tres 
acciones básicas, a saber: 1) de carácter humanitario, pues los funcionarios consulares 
proporcionan a los detenidos el contacto con el mundo exterior, al comunicar la noticia a sus 
familiares o a las personas de su confianza y se aseguran de que se les cubran las necesidades 
básicas mientras se encuentran privados de su libertad, 2) de protección, ya que la presencia de 
los funcionarios consulares, por sí misma, coadyuva a disuadir a las autoridades locales de cometer 
actos contra los extranjeros que pueden ser contrarios a su dignidad humana o que pongan en 
peligro la suerte del proceso penal al que se verán sometidos; y, 3) la relativa a una asistencia 
técnico-jurídica, en virtud de que la asistencia consular es vital para asegurar una defensa 
adecuada en situaciones que impliquen una privación de la libertad, en donde las violaciones a los 
derechos fundamentales de los extranjeros son comunes debido a la falta de conocimiento del 
sistema jurídico en el que se ven inmersos. Esto es así, ya que una persona extranjera que es 
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detenida, se enfrenta a una multitud de barreras lingüísticas, culturales y conceptuales que 
dificultan su habilidad para entender, cabal y completamente, los derechos que le asisten, y la 
situación a la que se enfrenta. Así, a través de la ayuda consular, los extranjeros reducen la 
distancia que los separa de los nacionales en cuanto a la protección de un estándar mínimo de 
derechos fundamentales. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 72/2012. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien formuló voto concurrente relacionado con los efectos de la concesión de amparo, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente 
relacionado con los efectos de la concesión de amparo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, 
quien formuló voto concurrente relacionado con los efectos de la concesión de amparo, y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena 
Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 886/2013. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente relacionado con los efectos de la 
concesión de amparo, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente relacionado con los efectos de la 
concesión de amparo, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: José Díaz de León Cruz. 
 
Amparo directo 2/2013. Samuel Hernández Pérez o José Ernesto Alvarado Pérez. 12 de junio de 
2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente 
relacionado con los efectos de la concesión de amparo, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 1974/2013. Norma Beatriz Díaz Gómez. 10 de julio de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 880/2014. Meir Shtainmetz. 15 de octubre de 2014. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente y Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, en su ausencia hizo suyo el proyecto Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Jorge Roberto Ordóñez Escobar. 
 
Nota: El presente criterio derivó originalmente del amparo directo en revisión 517/2011, de la 
ponencia de la Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas, fallado el 23 de enero de 2013, 
por mayoría de tres votos, por lo que no constituye un precedente idóneo para la integración de 
jurisprudencia por reiteración. 
 
Tesis de jurisprudencia 95/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de quince de noviembre de dos mil diecisiete. 
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Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
noviembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015591  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a./J. 103/2017 (10a.)  
 
DERECHO DE ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA. ETAPAS Y DERECHOS QUE LE CORRESPONDEN. 
 
De los artículos 14, 17 y 20, apartados B y C, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, deriva el derecho de acceso 
efectivo a la justicia, el cual comprende, en adición a determinados factores socioeconómicos y 
políticos, el derecho a una tutela jurisdiccional efectiva y los mecanismos de tutela no 
jurisdiccional que también deben ser efectivos y estar fundamentados constitucional y legalmente. 
Ahora bien, en la jurisprudencia 1a./J. 42/2007, de rubro: "GARANTÍA A LA TUTELA 
JURISDICCIONAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. SUS ALCANCES.", la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación definió el acceso a la tutela jurisdiccional como el derecho público subjetivo que toda 
persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de manera 
expedita a tribunales independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de 
ella, con el fin de que, a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida 
sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute tal decisión; de ahí que este derecho 
comprenda tres etapas, a las que corresponden tres derechos: (i) una previa al juicio, a la que le 
corresponde el derecho de acceso a la jurisdicción, que parte del derecho de acción como una 
especie del de petición dirigido a las autoridades jurisdiccionales y que motiva un 
pronunciamiento por su parte; (ii) una judicial, que va desde el inicio del procedimiento hasta la 
última actuación y a la que concierne el derecho al debido proceso; y, (iii) una posterior al juicio, 
identificada con la eficacia de las resoluciones emitidas. Ahora, los derechos mencionados 
alcanzan no solamente a los procedimientos ventilados ante Jueces y tribunales del Poder Judicial, 
sino también a todos aquellos seguidos ante autoridades que, al pronunciarse sobre la 
determinación de derechos y obligaciones, realicen funciones materialmente jurisdiccionales. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 352/2012. Braskem, S.A. 10 de octubre de 2012. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
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Amparo en revisión 121/2013. Ignacio Salgado García. 12 de junio de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
Amparo en revisión 42/2013. María Dolores Isaac Sandoval. 25 de septiembre de 2013. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ausente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi. 
 
Recurso de reclamación 131/2013. Embotelladoras Bepensa, S.A. de C.V. 19 de febrero de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Francisco Octavio Escudero 
Contreras.  
 
Amparo directo en revisión 3646/2013. Elías García Sánchez. 26 de febrero de 2014. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 42/2007 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, abril de 2007, página 124. 
 
Tesis de jurisprudencia 103/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal en 
sesión de quince de noviembre de dos mil diecisiete.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
noviembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015590  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de noviembre de 2017 10:35 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a./J. 119/2017 (10a.)  
 
AUTONOMÍA UNIVERSITARIA. CONSTITUYE UNA GARANTÍA INSTITUCIONAL DEL DERECHO A LA 
EDUCACIÓN SUPERIOR, POR LO QUE NO PUEDE SER UTILIZADA PARA RESTRINGIRLO. 
 
La autonomía universitaria es una garantía institucional del derecho a la educación superior, es 
decir, tiene un carácter exclusivamente instrumental y no conforma, per se, un fin en sí misma, 
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por lo que es valiosa si y sólo si -y en la medida en que- maximiza el derecho humano a la 
educación superior. En este sentido, no debe confundirse la autonomía universitaria, en cuanto 
garantía institucional que se predica de una persona jurídica de derecho público -la universidad 
autónoma-, con los derechos fundamentales de las personas físicas que la integran: el derecho a la 
educación superior y sus distintos haces normativos, como el derecho a la libre investigación y 
discusión de las ideas, el derecho a la libertad de cátedra, entre otros. Esto es, el hecho de que la 
autonomía universitaria tenga una relación instrumental con la maximización de derechos 
individuales, no implica que ésta sea a su vez un derecho humano de una persona jurídico-
colectiva que deba ponderarse con los derechos humanos de sus miembros. La autonomía 
universitaria, en definitiva, está subordinada a la maximización del derecho a la educación, por lo 
que, por regla general, el ejercicio legítimo de aquélla no puede incluir la restricción de aspecto 
alguno del derecho a la educación. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 750/2015. María Ángeles Cárdenas Alvarado. 20 de abril de 2016. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma 
Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Alejandro González Piña. 
 
Amparo en revisión 1374/2015. Miguel Ángel Castillo Archundia y otra. 18 de mayo de 2016. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade. 
 
Amparo en revisión 1356/2015. Ulises Alejandre Espinoza. 6 de julio de 2016. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
Amparo en revisión 100/2016. María Isabel Cornelio Cintora y otros. 10 de agosto de 2016. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana 
María Ibarra Olguín. 
 
Amparo en revisión 306/2016. Tonatiuh Cruz Magallón. 8 de marzo de 2017. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
Tesis de jurisprudencia 119/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de quince de noviembre de dos mil diecisiete.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 24 de noviembre de 2017 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de 
noviembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
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DICIEMBRE 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2015767  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional, Común)  
Tesis: 1a. CXCVII/2017 (10a.)  
 
VIOLACIONES PROCESALES. EL ARTÍCULO 171 DE LA LEY DE AMPARO, QUE IMPONE SU 
PREPARACIÓN ANTES DE ACUDIR AL JUICIO DE AMPARO DIRECTO, NO ES IRRACIONAL NI VULNERA 
LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DEL QUEJOSO. 
 
El precepto citado establece que al reclamarse en amparo directo la sentencia definitiva, laudo o 
resolución que ponga fin al juicio deben hacerse valer las violaciones a las leyes del procedimiento, 
siempre y cuando el quejoso las haya impugnado durante la tramitación del juicio, mediante el 
recurso o medio de defensa que, en su caso, señale la ley ordinaria respectiva y la violación 
procesal trascienda al resultado del fallo. Lo anterior resulta constitucional pues no transgrede los 
derechos fundamentales del quejoso, ya que el requisito previsto para analizar las violaciones 
procesales obedece a la naturaleza del juicio de amparo como medio extraordinario para el 
mantenimiento del orden constitucional. Conforme a dicha naturaleza, no se justifica acudir al 
juicio de amparo para la reparación de violaciones cometidas en el procedimiento si en las leyes 
ordinarias se prevé algún remedio legal por el cual puedan repararse, ya que, en tal caso, la parte 
tiene la carga de agotar tales medios ordinarios o de lo contrario, su derecho de impugnación 
precluye. Esto es lo que justifica que no proceda el análisis de violaciones procesales respecto a las 
cuales no se hubieren agotado los recursos o medios de defensa ordinarios, ya que no sería válido 
combatir en amparo una violación procesal sobre la cual ya no se tiene derecho de impugnación, 
según las reglas del procedimiento del que emana el acto reclamado. Además, cuando la falta de 
impugnación se traduce en el consentimiento de la violación cometida, el vicio quedaría purgado. 
De ahí que la norma no sea arbitraria ni constituya un obstáculo irracional para la procedencia del 
estudio de las violaciones procesales en el juicio de amparo directo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 636/2014. Salvador Larios Segura. 13 de agosto de 2014. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Amparo directo en revisión 637/2014. Confort Arquitectónico de Iluminación, S.A. de C.V. 13 de 
agosto de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
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Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Amparo directo en revisión 5607/2016. Consuelo Roxana Ojeda Magallanes. 21 de junio de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Daniel Álvarez Toledo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015766  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXII/2017 (10a.)  
 
VÍCTIMAS DIRECTA E INDIRECTA DE VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS. SUS CONCEPTOS Y 
DIFERENCIAS. 
 
El concepto de víctima directa hace referencia a la persona contra la que se dirige en forma 
inmediata, explícita y deliberadamente la conducta ilícita del agente del Estado: el individuo que 
pierde la vida, que sufre en su integridad o libertad que se ve privado de su patrimonio, con 
violación de los preceptos convencionales en los que se recogen estos derechos. En cambio, el 
concepto de víctima indirecta alude a un sujeto que no sufre la conducta ilícita de la misma forma 
que la víctima directa, pero también encuentra afectados sus propios derechos a partir del 
impacto que recibe la denominada víctima directa, de tal manera que el daño que padece se 
produce como efecto del que ésta ha sufrido, pero una vez que la violación la alcanza se convierte 
en una persona lesionada bajo un título propio. Así, puede decirse que el daño que sufre una 
víctima indirecta es un "efecto o consecuencia" de la afectación que experimenta la víctima 
directa. En este orden de ideas, el ejemplo paradigmático de víctimas indirectas son los familiares 
de las personas que han sufrido de manera directa e inmediata una vulneración en sus derechos 
humanos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 382/2015. Bertila Parada de Osorio y otras. 2 de marzo de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente en el que manifestó apartarse de las consideraciones 
relativas al tema contenido en la presente tesis, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, por lo que respecta a la concesión del amparo. Mayoría de cuatro votos, en cuanto se 
refiere a los efectos, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente y Ponente: Jorge Mario 
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Pardo Rebolledo. Encargado del engrose: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo 
Bárcena Zubieta.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015765  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCV/2017 (10a.)  
 
TRATA DE PERSONAS. EL ARTÍCULO 5 DE LA LEY PARA PREVENIR Y SANCIONAR ESE DELITO 
ABROGADA, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, EN SU VERTIENTE DE 
REGLA DE TRATAMIENTO. 
 
El precepto citado al prever, entre otras cuestiones, que comete el delito de trata de personas 
quien promueva, solicite, ofrezca, facilite, consiga, traslade, entregue o reciba, para sí o para un 
tercero, a una persona, por medio de la violencia física o moral, engaño o el abuso de poder para 
someterla a explotación sexual, trabajos o servicios forzados, esclavitud o prácticas análogas a la 
esclavitud, servidumbre, o la extirpación de un órgano, tejido o sus componentes, y que cuando 
sea cometido contra menores de dieciocho años de edad, o contra quien no tenga capacidad para 
comprender el significado del hecho o capacidad para resistirlo no se requerirá acreditación de los 
medios comisivos, no vulnera el principio de presunción de inocencia, en su vertiente de regla de 
tratamiento, pues no hace una equiparación entre el imputado y el culpable ni supone la 
anticipación de la pena sino, por el contrario, respeta el derecho a ser tratado como inocente en 
tanto no se declare la culpabilidad en una sentencia judicial. Lo anterior es así, en virtud de que el 
Ministerio Público tiene en todo momento la carga de probar la existencia de la conducta que se le 
imputa al indiciado, sin que pueda presumir su culpabilidad cuando no se acrediten 
fehacientemente los elementos del delito. Además, el hecho de que el artículo 5 de la Ley para 
Prevenir y Sancionar la Trata de Personas abrogada, dispense el acreditamiento de los medios 
comisivos cuando el delito se cometa contra menores de edad y personas que no tengan la 
capacidad para comprender el significado del hecho o la capacidad para resistirlo, se debe a que 
éstas no tienen la capacidad de decidir de forma libre y, más aún, que su resistencia al ataque se 
ve anulada o disminuida en gran medida, precisamente, por su minoría de edad o la condición de 
discapacidad; por ende, debe presumirse que se ejerció algún tipo de violencia en su contra; por 
ello, la presunción respecto de los medios comisivos no implica que al sujeto activo se le esté 
privando del tratamiento de inocente, porque la tipificación de la conducta no constituye una 
medida que suponga la anticipación del castigo por la comisión del delito; además, el tipo penal no 
interfiere con el derecho de ser tratado como inocente, pues en todo momento debe probarse su 
existencia y la plena responsabilidad del inculpado para así evitar una imposición anticipada de las 
sanciones que conciernen al delito imputado. 
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PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5770/2015. 18 de mayo de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: 
Nínive Ileana Penagos Robles. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015762  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CXC/2017 (10a.)  
 
SEPARACIÓN DE UN MENOR QUE HABITA CON SU MADRE EN RECLUSIÓN. INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 32 DEL REGLAMENTO DE LOS CENTROS DE REINSERCIÓN SOCIAL DE PUEBLA 
CONFORME AL INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. 
 
El primer párrafo del artículo 32 del Reglamento de los Centros de Reinserción Social de Puebla, 
que establece que después de cumplir 3 años de edad los niños deben ser separados de su madre 
privada de la libertad, es constitucional siempre y cuando se interprete de conformidad con el 
interés superior del menor. Lo anterior, a efecto de que una vez alcanzada esa edad la separación 
se conduzca de manera paulatina y sensible con el niño, tomando en cuenta cuidadosamente sus 
intereses y asegurando que con posterioridad, madre e hijo mantengan un contacto cercano y 
frecuente, a la luz de lo que resulte mejor para el interés del menor. Así las cosas, la norma resulta 
constitucional siempre que se interprete en los términos que a continuación se exponen: en 
primer lugar, una vez que el menor cumpla 3 años de edad, la remoción debe realizarse con 
sensibilidad y gradualidad, siempre que se hayan identificado alternativas de cuidado 
convenientes para el interés superior del niño. En este sentido, se debe proporcionar tanto a los 
progenitores como a los niños, acompañamiento psicológico y emocional antes, durante y después 
de la separación. Lo anterior, con el objeto de prevenir y minimizar cualquier afectación posible, 
principalmente al bienestar del menor. En segundo lugar, la forma en la que se ejecute la 
separación entre el menor y su madre no puede fundarse en generalizaciones o conjeturas sin 
sustento, sino que debe partir de una evaluación minuciosa de las condiciones reales del caso, 
atendiendo a lo que resulte más favorable para los intereses del niño. En ese sentido, lo relevante 
no es la edad en sí misma considerada, sino el hecho de que a partir del crecimiento del menor, 
éste demanda de necesidades que no pueden ser satisfechas en el interior del centro de 
reinserción social, como lo es recibir educación escolarizada. En tercer lugar, aun cuando la 
separación resulte necesaria, debe procurarse que madre e hijo mantengan un contacto cercano, 
frecuente y directo, al máximo de las posibilidades de cada caso. En este aspecto se vuelve 
especialmente relevante el deber del Estado de implementar medidas reforzadas de protección. Al 
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respecto, es conveniente considerar la cercanía con la que el menor convivía con su madre cuando 
habitaba con ella, así como las necesidades del infante en el exterior. Por último, es pertinente 
considerar que cada niña y niño pequeño necesita una explicación acerca de por qué no puede 
permanecer al lado de su madre en el centro, además de que tiene la necesidad de saber si puede 
-y de qué manera- visitarla en la posteridad. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 644/2016. 8 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015761  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. CXCII/2017 (10a.)  
 
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. SON INOPERANTES LOS AGRAVIOS EN LOS QUE SE PRETENDE 
OBTENER UN MAYOR BENEFICIO DE UNA SENTENCIA PROTECTORA, CUANDO NO SE 
CONTROVIERTEN LAS CONSIDERACIONES POR LAS QUE SE ESTIMÓ INNECESARIO ANALIZAR 
TODOS LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN ADUCIDOS. 
 
Cuando en un juicio de amparo directo regido por el principio de estricto derecho, el Tribunal 
Colegiado de Circuito omite estudiar la totalidad de los conceptos de violación, al considerar que 
al ser fundado uno de ellos es suficiente para conceder la protección constitucional y el quejoso 
interpone recurso de revisión con la finalidad de obtener un mayor beneficio, formulando 
agravios, que ni aun bajo la causa de pedir, controvierten las razones por las cuales el órgano 
colegiado estimó innecesario avocarse al estudio de todos los conceptos de violación ni justifica el 
mayor beneficio que con su análisis habría obtenido, los agravios respectivos deben declararse 
inoperantes al subsistir los motivos y fundamentos que sustentan la sentencia recurrida. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 6317/2015. Logística y Servicios de México, S.A. de C.V. 8 de junio de 
2016. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente y 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz; hizo suyo el asunto Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado. 
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Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015760  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. CXCI/2017 (10a.)  
 
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LAS AUTORIDADES FISCALES CARECEN DE LEGITIMACIÓN PARA 
INTERPONERLA, CUANDO NO SE LES RECONOCE EXPRESAMENTE EL CARÁCTER DE TERCERO 
INTERESADO EN EL JUICIO DE QUE SE TRATA Y DICHA DETERMINACIÓN TIENE FIRMEZA PROCESAL. 
 
Cuando en el juicio de amparo directo, el Presidente del Tribunal Colegiado desconoce 
expresamente el carácter de tercero interesada a la autoridad demandada y dicha determinación 
no es recurrida en reclamación o habiéndose recurrido se convalida, la autoridad respectiva carece 
de legitimación para interponer el recurso de revisión contra la eventual sentencia que se 
pronuncie en el amparo directo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 6102/2015. Ferrocarril Mexicano, S.A. de C.V. 6 de abril de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015756  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXXIII/2017 (10a.)  
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PRUEBA PERICIAL. DESIGNACIÓN DE PERITO ÚNICO. EL ARTÍCULO 1065 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, QUE PREVÉ ESE RÉGIMEN, TRANSGREDE 
LOS DERECHOS HUMANOS DE AUDIENCIA Y DEBIDO PROCESO. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 1a. III/2011 (10a.), sostuvo 
el criterio de que el artículo 346, último párrafo, del Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal, violaba las garantías de audiencia y debido proceso contenidas en el artículo 14 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al establecer el régimen de perito 
único en los asuntos en materia familiar, ello porque impide a las partes impugnar en forma 
efectiva el dictamen rendido por aquél, y puede privar al juez de los medios de prueba necesarios 
para el conocimiento de la verdad. La referida Sala determinó que si bien el régimen de perito 
único persigue fines que encuentran acomodo constitucional, como puede ser la celeridad en el 
procedimiento y evitar la revictimización de los menores en el proceso judicial, la medida 
legislativa no es idónea ni necesaria en tanto afecta de manera desproporcionada el derecho de 
prueba e impugnación, puesto que una prueba técnica (como es la pericial) que requiere de 
conocimientos especiales sólo puede combatirse de forma efectiva por una persona que acredite 
contar con los conocimientos especiales requeridos. Por idénticas razones debe considerarse que 
el artículo 1065 del mismo ordenamiento transgrede también el texto constitucional, en tanto que 
en relación con el artículo 346, conforman el sistema normativo de régimen de perito único, al 
desarrollar los lineamientos para el ofrecimiento, admisión, preparación y desahogo de la prueba 
pericial en los juicios familiares. En ese sentido, los preceptos guardan una relación directa entre 
sí, indisociable en cuanto al objeto que regulan, de tal manera que no resulta posible declarar la 
inconstitucionalidad de uno sin afectar el sentido, alcance o aplicación del otro. Por ende, toda vez 
que el artículo 1065 detalla los pormenores del régimen de perito único e impide que la prueba 
pericial en asuntos en materia familiar sea realizada o revisada por peritos diversos al oficial, 
también vulnera los derechos humanos de audiencia y debido proceso previstos en la Constitución 
Federal. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 87/2016. Daniel Osorio Escudero. 1 de febrero de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015755  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXIII/2017 (10a.)  
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PRUEBA GENÉTICA EN CASOS DE DESAPARICIÓN. RESULTA CONTRARIO AL DERECHO A LA VERDAD 
REQUERIRLA A LA VÍCTIMA INDIRECTA COMO CONDICIÓN PARA ACCEDER A LA AVERIGUACIÓN 
PREVIA. 
 
Esta Primera Sala entiende que exigir la prueba de correspondencia genética como requisito 
ineludible para tener acceso a la averiguación previa en calidad de víctima en situaciones donde la 
propia persona ha denunciado la desaparición en territorio nacional de un familiar que tiene la 
calidad de migrante, resulta incorrecto a la luz del derecho a la verdad de las víctimas de 
violaciones a derechos humanos y lo dispuesto en la Ley General de Víctimas respecto de los 
derechos de las víctimas de desapariciones. En este sentido, el derecho a la verdad se encuentra 
subsumido en el derecho de las víctimas directas o sus familiares a obtener de los órganos 
competentes del Estado el esclarecimiento de los hechos violatorios y las responsabilidades 
correspondientes, a través de la investigación y el juzgamiento que establecen los artículos 8 y 25 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Así, los familiares de víctimas directas de 
violaciones a derechos humanos como titulares del derecho a la verdad deben contar con amplias 
posibilidades de ser oídos y actuar en los respectivos procesos, tanto con la finalidad de que se 
esclarezcan los hechos y se castigue a los responsables, como con el objetivo de obtener una 
reparación. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 382/2015. Bertila Parada de Osorio y otras. 2 de marzo de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente en el que manifestó apartarse de las consideraciones 
relativas al tema contenido en la presente tesis, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, por lo que respecta a la concesión del amparo. Mayoría de cuatro votos, en cuanto se 
refiere a los efectos, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente y Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Encargado del engrose: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo 
Bárcena Zubieta.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015754  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXX/2017 (10a.)  
 
PROTECCIÓN A PERIODISTAS. LA PERTENENCIA A UN MEDIO DE COMUNICACIÓN ES IRRELEVANTE 
PARA DETERMINAR LA CALIDAD DE PERIODISTA. 
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Para determinar qué persona tiene la calidad de periodista debe acudirse a las actividades que 
realiza, y analizarse si éstas tienen un propósito informativo y, por tanto, se comprenden dentro 
de la faceta política de la libertad de expresión. En otras palabras, cualquier definición que se dé 
del término "periodista" deberá ser funcional, atendiendo en todo momento a la importancia de 
las actividades que realizan. En ese sentido, la actividad del periodista puede ser realizada tanto 
por quien está vinculado a un medio de comunicación como por quien se desenvuelve de forma 
independiente. Por lo anterior, exigir la pertenencia a un medio de comunicación como medio 
para acreditar la calidad de periodista es inadmisible, pues se deja de lado a los periodistas 
independientes, quienes fungen un papel importante para una sociedad democrática. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1422/2015. Edwin Artemio de la Cruz Canché Pech. 1 de marzo de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretarios: Ana María Ibarra Olguín y Arturo Bárcena Zubieta.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015748  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CLXXXVI/2017 (10a.)  
 
PRINCIPIO DEL MANTENIMIENTO DEL MENOR EN SU FAMILIA. SU CONTENIDO Y ALCANCE. 
 
El principio del mantenimiento del menor en su familia biológica está contenido en la Declaración 
de los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1959, y dispone que para su pleno desarrollo, el 
menor necesita del amor y comprensión de una familia, por lo que debe crecer bajo los cuidados y 
afecto de sus padres en un ambiente de seguridad moral y material. Así, el principio referido aloja 
una presunción importante en favor de que el mejor interés del menor se ubica en permanecer en 
su núcleo familiar. Lo anterior obedece a la necesidad de que el menor cuente con su familia como 
el ámbito natural en el que se desarrolla, y en donde se le proporciona la protección necesaria 
para su desarrollo integral. Por lo tanto, el Estado debe no sólo resguardar la estabilidad de los 
niños en su núcleo familiar, sino garantizar que aquéllos puedan gozar efectivamente de sus 
relaciones familiares. Con todo, hay que precisar que el derecho del menor a vivir con sus 
progenitores tiene relevancia en la medida en la que tal circunstancia sea la que mejor convenga a 
los intereses del niño. En efecto, el derecho internacional y la doctrina constitucional de esta 
Primera Sala protegen la permanencia del menor con su familia en tanto existan bases sólidas para 
afirmar que dicha situación es conveniente para su desarrollo. Por lo tanto, si el mantenimiento 



 

37 
 

del menor en su familia resulta lesivo o perjudicial para aquél, el interés de garantizar ese estado 
de cosas naturalmente pierde relevancia, para dar lugar a otras consideraciones que sí permitan 
preservar adecuadamente el interés superior del menor. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 644/2016. 8 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015746  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXVIII/2017 (10a.)  
 
PERIODISTA. LA DEFINICIÓN DEL TÉRMINO DEBE ORIENTARSE A SUS FUNCIONES. 
 
Cualquier definición que se dé del término "periodista" debe partir del contexto de inseguridad 
que enfrentan los comunicadores en el ejercicio de su actividad y tener como propósito el permitir 
el acceso a los mecanismos de protección que ofrecen los distintos ordenamientos jurídicos a 
aquellos que ejercen su derecho a la libertad de expresión a través del periodismo. Así, la 
definición de los sujetos beneficiarios de mecanismos de protección de periodistas debe 
incorporar a todos aquellos que, de alguna manera, cumplan con la función de informar a la 
sociedad de eventos de interés público. De igual manera, resulta patente la necesidad de una 
definición que abarque los distintos y cambiantes modos con los que se ejerce el periodismo. Por 
tales razones se justifica una definición de periodista orientada hacia las actividades y funciones 
que se realizan en esta profesión. Así, para determinar qué persona tiene la calidad de periodista, 
debe acudirse a las actividades que realiza y analizarse si éstas tienen un propósito informativo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1422/2015. Edwin Artemio de la Cruz Canché Pech. 1 de marzo de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretarios: Ana María Ibarra Olguín y Arturo Bárcena Zubieta.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2015745  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCIX/2017 (10a.)  
 
ORDEN DE LOS APELLIDOS. PRIVILEGIAR EL APELLIDO PATERNO DEL HOMBRE SOBRE EL DE LA 
MUJER REFUERZA PRÁCTICAS DISCRIMINATORIAS CONTRA LA MUJER. 
 
El sistema de nombres es una institución mediante la cual se denomina y da identidad a los 
miembros de un grupo familiar. Éste, a su vez, cumple dos propósitos. Primero, sirve para dar 
seguridad jurídica a las relaciones familiares, fin que por sí solo podría considerarse 
constitucionalmente válido. No obstante, el sistema de nombres actualmente vigente también 
reitera una tradición que tiene como fundamento una práctica discriminatoria, en la que se 
concebía a la mujer como un integrante de la familia del varón, pues era éste quien conservaba la 
propiedad y el apellido de la familia. En razón de lo anterior, la imposibilidad de anteponer el 
apellido materno atenta contra el derecho a la igualdad y no discriminación de éstas debido a que 
implica reiterar la concepción de la mujer como miembro secundario de una familia encabezada 
por el hombre. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 208/2016. María de los Ángeles Ahrens Gil y otro. 19 de octubre de 2016. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía Piña Hernández. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ausente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015742  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXXIV/2017 (10a.)  
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OBLIGACIONES EN MONEDA EXTRANJERA. LA FORMA DE SOLVENTARLAS, PREVISTA EN LOS 
ARTÍCULOS 8 Y 9 DE LA LEY MONETARIA, NO VULNERA LA LIBERTAD CONTRACTUAL. 
 
El primero de los artículos citados prevé que para cumplir con las obligaciones de pago contraídas 
en moneda extranjera, dentro o fuera de la República, se solventarán entregando el equivalente 
en moneda nacional, al tipo de cambio que rija en el lugar y fecha en que se haga el pago; el 
segundo de ellos establece que las previsiones contenidas en el artículo 8 de la Ley Monetaria no 
son renunciables y toda estipulación en contrario será nula. Ahora bien, tales disposiciones no 
vulneran la libertad contractual de las partes por el hecho de que hayan previsto cierta fecha de 
pago; en primer lugar, porque tal previsión no implica que se haya establecido como tipo de 
cambio el vigente en esa fecha, pues el artículo 8 de la Ley Monetaria es claro en precisar que el 
tipo de cambio aplicable, es el que rija cuando materialmente se realiza el pago y no cuando la 
obligación se hizo exigible; en segundo lugar, porque en términos de los criterios sostenidos por la 
Tercera Sala de la anterior integración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las tesis de 
rubros: "DEUDAS EN MONEDA EXTRANJERA. EL ARTÍCULO 8o. DE LA LEY MONETARIA CONCILIA LA 
VOLUNTAD CONTRACTUAL Y EL ORDEN PÚBLICO." y "OBLIGACIONES CONTRAÍDAS EN MONEDA 
EXTRANJERA. ARTÍCULO 8o. DE LA LEY MONETARIA. LA SEGUNDA PARTE DE SU PRIMER PÁRRAFO 
CONTIENE UNA DISPOSICIÓN PERMISIVA QUE NO CONTRAVIENE LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 
9o. DE LA MISMA LEY.", el artículo 8 del ordenamiento citado que establece la forma de cumplir 
este tipo de obligaciones es permisiva y no le resulta aplicable lo previsto en el artículo 9 de la ley, 
lo cual sirvió de base a la Primera Sala para sostener en la contradicción de tesis 45/2001, que la 
estipulación en que las partes se sujetarán a un tipo de cambio diferente al vigente al hacerse el 
pago no daría lugar a una nulidad absoluta del contrato de la cual pudieran prevalerse las partes. 
Al respecto, se tiene en cuenta que existen operaciones muy concretas de complejos instrumentos 
financieros, donde los agentes económicos pueden llegar a pactar operaciones en moneda 
extranjera fijando una fecha y un tipo de cambio específico, llamados derivados (futuros o 
forwards), los cuales pueden operar como coberturas cambiarias o inversiones especulativas que 
apuestan sobre el valor futuro de la moneda extranjera, pero es un mercado secundario que se 
limita a tomarla como referencia y permite a quien los contrata evitar el riesgo derivado de la 
fluctuación cambiaria de la moneda u obtener utilidades por su inversión. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 220/2016. Raúl Megbel González Velasco. 21 de septiembre de 2016. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Mónica Cacho Maldonado. 
 
Nota: Las tesis de jurisprudencia y aislada citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de 
la Federación, Séptima Época, Volúmenes 217-228, Enero a diciembre de 1987, Cuarta Parte, 
páginas 372 y 211, respectivamente. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2015740  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXXXV/2017 (10a.)  
 
NULIDAD ABSOLUTA DEL ACTO JURÍDICO. EL ARTÍCULO 2226 DEL CÓDIGO CIVIL FEDERAL QUE 
PREVÉ QUE AQUÉLLA NO DESAPARECE POR PRESCRIPCIÓN, NO AFECTA EL PRINCIPIO DE 
SEGURIDAD JURÍDICA. 
 
El precepto citado al establecer, que la nulidad absoluta no desaparece por la prescripción, no 
afecta el principio de seguridad jurídica, entre cuyas manifestaciones se encuentra el derecho a 
ampararse en los plazos de prescripción por la necesidad de que las relaciones patrimoniales entre 
las personas no permanezcan inciertas indefinidamente. Lo anterior es así, en virtud de que la 
nulidad absoluta, a diferencia de la relativa, recae en los elementos esenciales o de existencia de 
los actos jurídicos, por lo que el transcurso del tiempo no puede servir para subsanar la falta de 
alguno de esos elementos, independientemente de cuánto sea; es decir, el tiempo no puede 
convertir en acto jurídico lo que no tiene ese carácter; de ahí que esa nulidad es perpetua y puede 
invocarse por cualquier interesado en todo tiempo, lo que justifica que el artículo 2226 del Código 
Civil Federal impida que la nulidad absoluta desaparezca por la prescripción, pues del acto 
afectado con dicha nulidad no pueden derivarse derechos u obligaciones cuya certeza deba 
protegerse, tan es así que la ley establece la destrucción retroactiva de los efectos que 
provisionalmente hubieren tenido lugar. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5703/2015. Gabriel Antonio Encalada Reguart. 1 de junio de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015739  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Civil)  
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Tesis: 1a. CCXXXIX/2017 (10a.)  
 
NOVACIÓN DE CONTRATOS. NO PUEDE DERIVAR DE LA CONVERSIÓN DE OBLIGACIONES 
ACCESORIAS EN PRINCIPALES (LEGISLACIÓN FEDERAL Y DEL ESTADO DE PUEBLA). 
 
De los artículos 2220 a 2222 del Código Civil Federal, así como 1874 y 1875 del Código Civil para el 
Estado de Puebla, se advierte que la ley no prevé la posibilidad de la novación por conversión de 
obligaciones accesorias en principales, pues lo establecido en dichos preceptos es la consecuencia 
correspondiente a la naturaleza de las obligaciones accesorias en una novación, es decir, que se 
extinguen junto con la principal primigenia, así como que el acreedor puede conservar las 
obligaciones accesorias respecto a la nueva obligación mediante una reserva expresa o pacto con 
la parte obligada. Lo anterior es así, en virtud de que, por definición, las obligaciones accesorias 
siempre van unidas o anexas a otra principal, sin la cual no pueden subsistir; de ahí que si ésta se 
extingue, también aquéllas, o bien, como lo permiten los artículos referidos, por reserva expresa o 
pacto pueden pasar a la nueva obligación, pero con el mismo carácter de accesorias de esta 
última. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 66/2014. Tratamiento de Agua de Puebla, S.A. de C.V. 9 de septiembre de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015737  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXLI/2017 (10a.)  
 
NOTIFICACIONES EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1390 BIS 10 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, QUE PREVÉ LAS REGLAS PARA REALIZARLAS, NO VULNERA LOS PRINCIPIOS DE 
SEGURIDAD JURÍDICA Y DEBIDO PROCESO. 
 
El precepto citado, al establecer que en el juicio oral únicamente será notificado personalmente el 
emplazamiento y el auto que admita la reconvención, y que las demás determinaciones se 
notificarán a las partes conforme a las reglas de las notificaciones no personales, entre ellas, la 
citación para la audiencia preliminar del procedimiento oral con apercibimiento de sanción para el 
caso de inasistencia injustificada, no vulnera los principios de seguridad jurídica y debido proceso, 
porque: a) el juicio oral mercantil constituye un procedimiento especialmente diseñado para hacer 
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posible la solución de las controversias de forma rápida, lo cual no se lograría con el sistema 
común de notificaciones, que representa mayor empleo de tiempo en su ejecución; b) no cabe la 
supletoriedad en materia mercantil prevista en el artículo 1054 del código referido, ya que la 
regulación especial respectiva está completa; c) en este procedimiento, por la materia que ventila, 
priva el principio dispositivo según el cual, su inicio e impulso principalmente corren a cargo de las 
partes y, por eso, quien se vincula a este procedimiento, sea por la demanda o por el 
emplazamiento, queda sujeto a sus reglas especiales, de suerte que debe considerarse una carga 
de las partes estar pendientes en todo momento del curso del procedimiento y de las 
determinaciones que en él se tomen, máxime que esta carga no podría considerarse gravosa en 
este tipo de juicio, al estar regulado para una duración realmente breve; y, d) la determinación o 
citación finalmente sí tiene prevista una notificación, lo que, aunado a lo establecido en el punto 
anterior, da las bases suficientes para garantizar, razonable y suficientemente, el conocimiento de 
la determinación por parte de los destinatarios, en cumplimiento a la garantía de audiencia. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 969/2014. Banco Nacional de México, S.A., integrante del Grupo Financiero 
Banamex. 30 de septiembre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015733  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CCXL/2017 (10a.)  
 
JUICIO ORAL MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1390 BIS 33 DEL CÓDIGO DE COMERCIO ESTABLECE EL 
DEBER PROCESAL DE ASISTIR A LA AUDIENCIA PRELIMINAR DE CONCILIACIÓN, MAS NO A LA 
CONCILIACIÓN MISMA. 
 
El precepto citado, al prever una multa por la inasistencia injustificada a la audiencia preliminar del 
juicio oral mercantil, se relaciona con el aspecto de la conciliación de las partes cuya previsión 
obedece a la necesidad de propiciar las condiciones para lograr acuerdos conciliatorios con la 
mediación del juez, como una primera oportunidad de resolución rápida del litigio y, en ese 
sentido, se trata de un deber procesal y no de una simple carga. En cambio, no puede establecerse 
que el precepto obligue a la conciliación, pues no hay identidad entre el derecho a conciliar y el 
deber de asistir a la audiencia preliminar, si se considera que la presencia de las partes no 
conlleva, indefectiblemente, el ejercicio del derecho mencionado, ya que si no se tiene disposición 
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para conciliar o no son satisfactorias las propuestas de la contraparte, se estará en el derecho de 
negarse a cualquier acuerdo o aveniencia, lo cual se corrobora en la circunstancia de que la 
asistencia de las partes a la audiencia preliminar para efectos de la conciliación no corresponde a 
un interés exclusivo o propio de éstas, sino a uno general, por incidir en la actividad conciliadora 
encomendada al juez, de ahí que se justifique su imposición a las partes como un deber u 
obligación procesal, cuyo incumplimiento acarrea una sanción. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 969/2014. Banco Nacional de México, S.A., integrante del Grupo Financiero 
Banamex. 30 de septiembre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015729  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a. CXCIX/2017 (10a.)  
 
IMPUTACIÓN Y SOLICITUD DE VINCULACIÓN A PROCESO. SUS DIFERENCIAS. 
 
Aun cuando las actuaciones de imputación y solicitud de vinculación a proceso provienen del 
Ministerio Público y tienen verificativo en la audiencia inicial, no son idénticas, pues la primera 
consiste en una comunicación formal que el Representante Social efectúa al imputado en 
presencia del Juez de control, en el sentido de que realiza una investigación en su contra en torno 
a uno o más hechos que la ley señala como delito, debiendo precisar el hecho concreto que le 
atribuye, su clasificación jurídica preliminar, la fecha, lugar y modo de comisión, así como la forma 
de intervención que estima se actualiza y el nombre de sus acusadores -a menos que sea 
procedente reservar su identidad-; la solicitud de vinculación a proceso exige un ejercicio de 
motivación acerca de cómo es que los datos de prueba recabados, contenidos en la carpeta de 
investigación, acreditan la existencia del hecho delictivo y la probabilidad de que el imputado 
hubiera intervenido en su comisión. Con relación a esto último, el hecho de que la defensa tenga 
acceso a la carpeta de investigación y hubiera escuchado la imputación, no implica certeza jurídica 
sobre las razones que a criterio del Ministerio Público justificarían vincular a proceso al imputado, 
las cuales dependerán de lo que aquél exponga oralmente en la audiencia y no de lo que exista 
materialmente en la citada carpeta. 
 
PRIMERA SALA 
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Contradicción de tesis 212/2016. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Quinto Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, actual 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Octavo Circuito. 28 de junio de 2017. La votación 
se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge 
Vázquez Aguilera. 
 
Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia pues no contiene el tema de fondo que se resolvió en 
la contradicción de tesis de la cual deriva. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015728  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a. CCXXX/2017 (10a.)  
 
HONORARIOS POR SERVICIOS PROFESIONALES. EL ARTÍCULO 2608 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL 
DISTRITO FEDERAL ES APLICABLE A LAS PERSONAS JURÍDICAS QUE FUNGEN COMO 
PROFESIONISTA EN UN CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS. 
 
De acuerdo con el precepto mencionado, no tienen derecho de cobrar retribución por los servicios 
profesionales prestados quienes carezcan de título en la profesión para cuyo ejercicio la ley exija 
título. Y si bien es cierto que sólo las personas físicas son susceptibles de obtener un título 
profesional, se entiende que cuando el contrato de prestación de servicios profesionales es 
celebrado por una persona jurídica como profesor o profesionista, la prestación del servicio se 
ejecuta materialmente a través de personas físicas, sean los socios o sujetos empleados por la 
sociedad para cumplir su objeto, o ambos, quienes deben contar con el título correspondiente a la 
profesión para la cual se exige ese documento. Por tanto, también las personas morales deben 
demostrar, al promover la acción de pago de honorarios o contraprestación a los servicios 
profesionales, no solamente la existencia del contrato y la prestación de los servicios, sino también 
que los sujetos o personas físicas a través de las cuales se prestaron los servicios sí cuentan con el 
título correspondiente exigido por ley. Carga que no es difícil o imposible de cumplir, ya que 
supone una selección o comprobación previa por la sociedad, de que los sujetos contratados 
cumplen los requisitos correspondientes, además de que las personas físicas a través de las cuales 
actúa la persona jurídica se encuentran ligadas a ésta y deben coadyuvar en el cumplimiento de las 
cargas que le corresponden; en todo caso, la persona jurídica está en posibilidad de acudir a los 
instrumentos probatorios previstos en las leyes procesales para lograr la exhibición de los títulos 
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profesionales correspondientes, como los medios preparatorios a juicio, o el ofrecimiento de 
documentos en poder de otras personas. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5733/2015. Desarrollo del Factor Patrimonial, S.C. 13 de julio de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015716  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CC/2017 (10a.)  
 
DERECHO A UNA DEFENSA ADECUADA. NO LO VIOLA EL ARTÍCULO 248, FRACCIÓN XVII, INCISO B), 
DEL CÓDIGO FISCAL DEL DISTRITO FEDERAL. 
 
El precepto citado, al prever el pago de los derechos correspondientes por la expedición de copias 
certificadas de los documentos que obren en los autos de los órganos judiciales del Distrito 
Federal o en las averiguaciones previas de las agencias del ministerio público, por sí solo no causa 
una transgresión a los principios de acceso a la justicia y defensa adecuada de las personas sujetas 
a un proceso penal o las que están compurgando de manera definitiva una pena. Primero, porque 
la norma no impide que se expida a cierto grupo de personas (como los imputados o 
sentenciados) las documentales que requieren para su defensa adecuada ni tampoco implica el 
pago de costas judiciales. El objetivo de la norma es recibir una debida retribución por el costo que 
conlleva para el Estado el propio servicio de la copia y certificación. Si bien podría alegarse que la 
inconstitucionalidad surge en el efecto que tiene la norma sobre ciertos grupos, como lo pueden 
ser los privados de su libertad que se encuentren sujetos a un enjuiciamiento penal o que ya 
fueron sentenciados y compurgan su pena al interior de los centros de reclusión; no obstante, tal 
supuesto radica más bien en problemas de aplicación del precepto que en vicios de 
inconstitucionalidad de su propio contenido. Es decir, lo que podría originar un conflicto con el 
texto constitucional no es el cobro del derecho por el servicio de copias o de certificación, más 
bien que se exija su pago a un grupo determinado de personas. Se trata de un problema de 
interpretación y/o de subsunción de la norma. Consecuentemente, la autoridad que corresponda, 
al momento de valorar la exigencia del cobro de la respectiva contribución, se encuentra obligada 
a tomar en cuenta el resto de las disposiciones normativas que regulan las exenciones de dichos 
derechos; por lo que, podrá derivarse una excepción al cobro del derecho a partir de una 
ponderación entre la obligación de contribuir al erario público por el servicio prestado y el respeto 
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al derecho a una defensa adecuada en el caso concreto o podrá existir una norma en particular 
que requiera la exención del mencionado pago, tal como se prevé en el artículo 23 del Código de 
Procedimientos Penales del Distrito Federal. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 724/2015. 13 de enero de 2016. Cinco votos de los Ministros: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández, quien formuló un voto concurrente en el que se aparta de algunas de las 
consideraciones contenidas en la presente tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015715  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXI/2017 (10a.)  
 
DERECHO A LA VIDA PRIVADA Y FAMILIAR. RECONOCIMIENTO Y CONTENIDO. 
 
El artículo 16 de la Constitución General, así como diversos tratados internacionales reconocen el 
derecho humano a la vida privada y familiar. Este derecho protege, dentro del ámbito de las 
relaciones familiares, a aquellas decisiones que sólo conciernen a la familia y en las cuales el 
Estado no puede intervenir injustificadamente. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 208/2016. María de los Ángeles Ahrens Gil y otro. 19 de octubre de 2016. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente y Norma Lucía Piña Hernández. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ausente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2015714  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCX/2017 (10a.)  
 
DERECHO A ELEGIR EL NOMBRE DE LOS HIJOS. SE ENCUENTRA PROTEGIDO POR EL DERECHO A LA 
VIDA PRIVADA Y FAMILIAR. 
 
La elección del nombre es un momento personal y emocional que genera un vínculo especial entre 
los progenitores y sus hijos. En efecto, a través del nombre, integrado por el nombre de pila y los 
apellidos que lo acompañan, se crea un sentido de identidad y pertenencia a la familia. Por lo 
anterior, corresponde únicamente a los progenitores la forma en la que se denominará a sus hijos. 
Este derecho no sólo implica elegir el nombre de sus hijos, sino establecer el orden de sus 
apellidos sin injerencias arbitrarias por parte del Estado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 208/2016. María de los Ángeles Ahrens Gil y otro. 19 de octubre de 2016. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía Piña Hernández. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ausente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015713  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXXIX/2017 (10a.)  
 
DEFINITIVIDAD EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. NO ES INCONSTITUCIONAL LA EXCEPCIÓN A 
ESE PRINCIPIO, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 171 DE LA LEY DE AMPARO, RELATIVA A CUANDO SE 
ALEGA LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY APLICADA O QUE SE DEBIÓ APLICAR EN EL ACTO 
PROCESAL. 
 
El precepto legal citado, al establecer que no será exigible el requisito de impugnar mediante el 
recurso o medio de defensa legal las violaciones procesales que se hagan valer en el juicio de 
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amparo directo, cuando se alegue que la ley aplicada o que debió aplicarse en el acto procesal es 
contraria a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o a los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, no contraviene el artículo 107, fracción 
III, inciso a), último párrafo, de esa Constitución, aunque en éste no se prevea expresamente la 
citada excepción al principio de definitividad. Lo anterior es así, porque desde el punto de vista 
gramatical, sistemático y funcional, ambas disposiciones admiten una interpretación distinta por la 
cual se descarta una antinomia y se apega en mayor medida al principio de interpretación más 
favorable para las personas contenido en el artículo 1o. constitucional. La interpretación 
gramatical consiste en considerar que el artículo 107 aludido no establece restricción alguna en 
cuanto a la previsión legal de supuestos de excepción al principio de definitividad en violaciones 
procesales, por lo cual no hay impedimento para que en la ley secundaria se establezcan otros 
casos en que ese requisito no sea exigible, siempre que éstos se ajusten a las reglas y a los 
principios del juicio de amparo, en cuanto medio de control de constitucionalidad de los actos de 
autoridad, para la defensa de los derechos fundamentales de las personas. Conforme a la 
interpretación funcional, el artículo 171 referido resulta congruente con la finalidad y el objeto de 
la disposición constitucional, porque considerando que el principio de definitividad obedece a la 
naturaleza del juicio de amparo como medio extraordinario de defensa respecto de los actos 
provenientes de los tribunales, de modo que su empleo sólo se justifica en los supuestos en que la 
violación no se repara a través de los medios ordinarios de impugnación o en que la ley no 
concede remedio alguno, no tendría sentido obligar al quejoso a acudir a dichos medios ordinarios 
para impugnar violaciones procesales por considerar inconstitucional la ley aplicada o que debió 
aplicarse, pues no obtendría la reparación pretendida, debido a que con esos medios de defensa 
normalmente sólo se analiza la legalidad del acto, e incluso si se obligara al quejoso a agotarlos se 
le forzaría a someterse a la ley que considera inconstitucional. Desde el punto de vista sistemático, 
conforme a los artículos 103 y 107 constitucionales, en relación con los diversos 107, fracción I, 
170, fracción I, cuarto párrafo, y 175 de la Ley de Amparo, se advierte que uno de los objetos 
primarios del juicio de amparo es el estudio de la constitucionalidad de las normas generales, por 
lo que no es imperativo obligar a la impugnación previa de los actos de aplicación a través de 
algún medio de defensa legal, tan es así, que conforme al artículo 61, fracción XIV, de la ley 
referida, al quejoso se le concede la opción de elegir entre impugnar el acto de aplicación a través 
del recurso o medio de defensa legal, o bien, la norma general en el juicio de amparo. Finalmente, 
cuando la ley amplía los alcances de un derecho fundamental respecto de los términos en que se 
regula dentro de la Constitución Federal, sin afectar otros o trastocar el sistema, no puede 
hablarse de contravención a la norma fundamental, por el contrario, el legislador se habrá 
ajustado al principio de interpretación más favorable citado mediante la previsión de una tutela 
más amplia del derecho. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5466/2015. María de la Luz del Carmen Martínez Cadena. 11 de mayo 
de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2015710  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. CCXXXIV/2017 (10a.)  
 
AMPARO ADHESIVO. QUIEN OBTUVO LA TOTALIDAD DE SU PRETENSIÓN EN EL JUICIO NATURAL, 
NO QUEDA LIBERADO DE LA CARGA DE PROMOVERLO PARA HACER VALER TODAS LAS 
VIOLACIONES PROCESALES QUE CONSIDERE HABER RESENTIDO. 
 
De los artículos 107, fracción III, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y 182 de la Ley de Amparo, se advierte que la parte que haya obtenido sentencia 
favorable en la totalidad de su pretensión, tiene la carga de promover juicio de amparo adhesivo 
para hacer valer todas las violaciones procesales que considere haber resentido durante el juicio 
de origen, o de lo contrario, precluirá su derecho para invocarlas en un eventual juicio de amparo 
posterior. Lo anterior es así, ya que uno de los objetivos del amparo adhesivo es concentrar en un 
mismo juicio el análisis de todas las posibles violaciones habidas en el proceso del que deriva el 
acto reclamado, para dejar depurado definitivamente todo cuestionamiento atinente a los 
presupuestos o formalidades procesales para que, en su caso, se pueda reponer el procedimiento 
sin analizar el fondo, y evitar las dilaciones innecesarias con su estudio a través de sucesivos juicios 
de amparo. Además, esta carga no resulta perjudicial para quien obtuvo todo lo pedido, ya que 
precisamente la obtención de sentencia favorable o el interés en que subsista el acto reclamado es 
la condición impuesta en la ley para promover el amparo adhesivo, de suerte que el perjuicio que 
reporta la violación procesal debe verse en sí misma, y no en función del resultado de la sentencia; 
así, en el contexto del amparo adhesivo, el perjuicio debe analizarse en un sentido de proyección 
sobre los posibles resultados del amparo principal, es decir, en prevenir que, ante una posible 
concesión de amparo a la contraria, primero se resuelva lo concerniente al proceso y sus 
presupuestos para la debida integración de la relación jurídica procesal y, en su caso, se reponga el 
procedimiento. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5022/2016. Inmobiliaria Abig, S.A. de C.V. 3 de mayo de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto 
aclaratorio, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho 
Maldonado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2015709  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCXVI/2017 (10a.)  
 
ACTOS ADMINISTRATIVOS. EL ARTÍCULO 34 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS 
DEL ESTADO DE MÉXICO QUE LOS PRESUME LEGALES, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN 
DE INOCENCIA EN SU VERTIENTE DE REGLA PROBATORIA. 
 
El precepto citado al prever, entre otras cuestiones, que los actos administrativos se presumirán 
legales, no vulnera el principio de presunción de inocencia en su vertiente de regla probatoria, en 
virtud de que el principio referido tiene aplicabilidad en el derecho administrativo sancionador 
bajo ciertos matices y modulaciones; uno de los cuales es el relativo a las características 
inherentes al acto administrativo, es decir, la presunción iuris tantum, la cual deviene 
indispensable pues, de no consignarse expresamente esa posibilidad, el ente administrativo no 
podría ejecutar el acto, sino hasta después de haber obtenido una resolución judicial favorable 
que se lo permita, condición que haría inviable la operación jurídica de la administración. En ese 
sentido, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en 
revisión 389/2007, afirmó que la suposición de que, por principio, todo acto administrativo se 
emite conforme a derecho, es una circunstancia que obedece a un postulado de índole práctica 
pues, de no operar dicha presunción, la actividad jurídica de la administración sería inicialmente 
objetable, requiriéndose entonces otro acto de autoridad que, en forma previa, validara el actuar 
público. Así, la ejecutividad del acto administrativo deriva de su carácter público, es decir, de la 
posibilidad de que la administración pública provea a la realización de sus propias decisiones; 
característica que se constituye en una virtual potestad imperativa o de mando, con la que está 
investido todo órgano administrativo público, y su apoyo radica en el hecho de que en la acción 
ejecutiva se busca satisfacer las necesidades de interés general de la colectividad, cuya realización 
no admite demora. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5452/2015. 29 de junio de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015708  
Instancia: Primera Sala  
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Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CXCIII/2017 (10a.)  
 
ACCESIÓN POR EDIFICACIÓN. EL HECHO DE QUE AL DUEÑO DEL PREDIO QUE ACTÚA DE MALA FE 
SÓLO SE LE CONCEDA EL DERECHO A RECIBIR EL PRECIO DEL TERRENO, NO EQUIVALE A UNA 
EXPROPIACIÓN A LA CUAL LE RESULTEN EXIGIBLES LAS CONDICIONES CONSTITUCIONALES 
IMPUESTAS A ÉSTA (ARTÍCULO 931 DEL CÓDIGO CIVIL DE JALISCO). 
 
Los artículos 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 21 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos establecen las garantías de protección al derecho de 
propiedad privada de las personas frente a la expropiación, que constituye un medio final por el 
que se afecta la propiedad de un particular por el Estado, impuesto por exigencias de utilidad 
pública e interés social, mediante una indemnización justa, y en los casos y según las formas 
establecidas por la ley. En cambio, la segunda parte del citado precepto legal prevé una de las 
reglas de solución en el conflicto sobre el derecho de propiedad que se genera entre el dueño del 
terreno y el dueño de la obra, cuando se produce la accesión por edificación en predio ajeno; y 
consiste en que, cuando el que edifica actúa de buena fe al considerar al predio como propio por 
alguna razón, en tanto que el dueño del terreno se conduce de mala fe, porque a su vista, ciencia y 
paciencia se ejecuta la obra sin sacar de su error a quien edifica, el dueño del suelo sólo tiene 
derecho a recibir el precio de ese bien y, de ese modo privilegiar a quien obró de buena fe a 
apropiarse del inmueble con sus accesiones; esto por consideraciones de equidad y orden público, 
entre cuyas manifestaciones se encuentra el principio de que nadie puede enriquecerse sin causa 
a costa de otro. Así, dicha regla busca preservar el derecho de propiedad de los sujetos 
involucrados y, por tanto, no tiene equivalencia con la expropiación, donde no se presenta 
conflicto en el derecho de propiedad de distintos sujetos, sino donde el Estado, en ejercicio de su 
potestad soberana, se ve precisado a afectar la propiedad particular de un sujeto por motivos de 
utilidad pública o de interés social, de ahí que a la disposición legal en cita no le sean exigibles las 
condiciones constitucionales impuestas a esta última institución. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2123/2016. Javier Moreno Patiño y otros. 9 de noviembre de 2016. La 
votación se dividió en dos partes: Mayoría de tres votos por la procedencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al 
fondo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Mónica Cacho Maldonado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
 
 



 

52 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2015705  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a./J. 118/2017 (10a.)  
 
VIOLACIÓN. LA CALIDAD DE SUJETO ACTIVO DEL DELITO LA ADQUIERE LA PERSONA QUE REALIZA 
CÓPULA CON UN MENOR DE EDAD, INDEPENDIENTEMENTE DE LA MECÁNICA EN QUE OCURRA 
(LEGISLACIONES DE CHIHUAHUA Y DISTRITO FEDERAL). 
 
Los artículos 171, primer párrafo, 172, fracción I, del Código Penal del Estado de Chihuahua, 174, 
primer párrafo, y 181 Bis, primer párrafo, del Código Penal para el Distrito Federal, coinciden en 
sancionar como violación la conducta a través de la cual se impone la cópula a persona de 
cualquier sexo, utilizando la violencia física o moral como medio comisivo -tipo básico-; o bien, se 
ejecuta aprovechando alguna circunstancia particular del sujeto pasivo, como su edad: menor de 
doce años en el Distrito Federal o menor de catorce años en Chihuahua -tipo especial-. Ahora bien, 
a partir de los componentes descritos en las normas penales, a juicio de esta Primera Sala, la 
calidad de sujeto activo en el delito la adquiere la persona que impone la cópula a otra, ya sea 
doblegando su voluntad al ejercer sobre ella violencia física o moral, o simplemente cuando 
ejecuta la cópula aprovechándose de la particular minoría de edad del sujeto pasivo, con 
independencia de la mecánica en que ocurra, esto es, que el activo introduzca su pene en el 
cuerpo de la víctima o se haga penetrar el pene del pasivo, por alguna de las cavidades que 
describen las normas. Es así, porque los tipos penales invocados no restringen a determinado sexo 
o género la calidad de sujeto activo del delito, ya que los pronombres que utilizan "al que" o "a 
quien" se entienden neutros, pues sólo identifican a la persona hipotética que materializa la 
conducta típica. Asimismo, la definición del elemento normativo "cópula" tampoco constituye una 
limitante en el sentido apuntado, porque la acción que describe: "introducción del pene en el 
cuerpo humano por vía vaginal, anal o bucal", sólo adquiere relieve antijurídico y significación 
típica cuando se realiza utilizando determinados medios de comisión o se ejecuta aprovechándose 
de una situación particular del sujeto pasivo. De ahí que, al margen de la mecánica en que 
acontezca la cópula, la conducta típica desplegada vulnera la libertad sexual de la víctima, dado 
que en ambos casos se le priva a la víctima del derecho de decidir libremente, con quién, cuándo y 
cómo desarrollar su actividad sexual; así como la seguridad sexual, en el supuesto de violación 
especial, al ejecutarse la cópula con una persona que por su particular minoría de edad, no tiene la 
capacidad para decidir sobre el acto de copular. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 211/2016. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 17 de mayo de 2017. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
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Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Alberto Díaz Cruz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el juicio de amparo 
directo 350/2008, sostuvo la tesis I.2o.P.167 P, de rubro: "VIOLACIÓN DELITO DE. SE ACTUALIZA 
AUN CUANDO LA PENETRACIÓN LA REALICE LA VÍCTIMA.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, febrero de 2009, página 2056, registro digital: 
167812.  
 
El Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en 
Saltillo, Coahuila, al resolver el amparo en revisión penal 170/2016 (cuaderno auxiliar 415/2016), 
dictado en apoyo del Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, sostuvo que de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 280 y 281 del Código de Procedimientos Penales del 
Estado de Chihuahua, no se actualiza el delito de violación de un menor de edad, en virtud de que 
no obran datos que demuestren que el quejoso ejecutó el delito de violación en contra del pasivo, 
sino que dicho pasivo fue quien introdujo su miembro viril en la humanidad del activo, lo cual no 
es configurativo de una conducta penalmente relevante que tipifique como delito de violación en 
los artículos 171 y 172, fracción I, del Código Penal del Estado de Chihuahua. 
 
Tesis de jurisprudencia 118/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de quince de noviembre de dos mil diecisiete. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de 
diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015704  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a./J. 120/2017 (10a.)  
 
VINCULACIÓN A PROCESO. MOMENTO EN EL CUAL EL MINISTERIO PÚBLICO DEBE SOLICITARLA 
(CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES Y CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES DEL 
ESTADO DE MORELOS ABROGADO). 
 
De la lectura de los artículos 309 y 313 del Código Nacional de Procedimientos Penales -de 
contenido similar a los numerales 280 y 281 del Código de Procedimientos Penales del Estado de 
Morelos abrogado-, deriva una duda legítima relativa a si la solicitud de vinculación a proceso 
debe formularla el Ministerio Público antes de que el imputado decida si se acoge o no al lapso de 
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72 horas para que se resuelva sobre su situación jurídica -o a su ampliación-, o si puede hacerse 
posteriormente, incluso, en la continuación de la audiencia inicial, una vez que hubieran sido 
recibidos los medios de convicción presentados por la defensa. Ahora bien, para resolver dicha 
duda, debe partirse de las premisas siguientes: 1) la vinculación a proceso debe pedirse después 
de formularse la imputación y de que el imputado tuvo oportunidad de contestar el cargo; y, 2) el 
plazo de 72 horas como límite para la detención ante autoridad judicial, establecido por el artículo 
19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, constituye un derecho 
fundamental, cuya ampliación procede sólo cuando el propio imputado lo solicita, lo cual implica 
que esa extensión temporal opere a su favor y nunca en su contra. Así, dichas proposiciones 
constituyen la pauta interpretativa que permite considerar, por un lado, que la imputación y la 
solicitud de vinculación a proceso son actuaciones distintas y, por otro, que la decisión del 
imputado de postergar la resolución sobre la vinculación o no a proceso no puede operar en su 
detrimento, pues su finalidad es que tenga más tiempo para ejercer su defensa, tan es así, que el 
artículo 314 del Código Nacional establece la posibilidad, sólo para el imputado y no para el 
Ministerio Público, de incorporar durante ese lapso los medios de convicción que estime 
convenientes. Por lo anterior, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el Ministerio Público, de estimarlo procedente, debe solicitar la vinculación a 
proceso después de formulada la imputación y de que el imputado haya tenido oportunidad de 
contestar el cargo, pero previamente a que el justiciable decida si se acoge o no al plazo a que 
alude el artículo 19 constitucional -o a su ampliación- para que se resuelva sobre su situación 
jurídica, pues sólo así la elección de postergar la resolución judicial respectiva tendrá como base el 
previo conocimiento de las razones específicas por las cuales los datos de prueba recabados 
durante la investigación informal justificarían dicho acto de molestia, permitiendo al imputado y a 
su defensor, como resultado de un acto informado, presentar en la continuación de la audiencia 
inicial los medios de prueba que consideren podrían desvirtuar la postura ministerial. En efecto, si 
el imputado o su defensor elige posponer la indicada resolución en aras del derecho de defensa, 
es lógico que esa decisión debe partir del conocimiento previo de las razones concretas por las 
cuales el representante social estima que los datos de prueba contenidos en la carpeta de 
investigación acreditan la existencia del hecho materia de la imputación y la probabilidad de que el 
imputado lo cometió o participó en su comisión, pues sólo así estará en condiciones de ofrecer los 
medios de convicción idóneos para desvirtuar la imputación; es más, de no seguirse ese orden, el 
Juez podría tener dificultades para calificar la pertinencia de los datos de prueba que la defensa 
pretende incorporar. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 212/2016. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Quinto Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, actual 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Octavo Circuito. 28 de junio de 2017. La votación 
se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge 
Vázquez Aguilera. 
 
Tesis y/o criterio contendientes: 
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El Tribunal Colegiado en Materia Civil del Decimoctavo Circuito, antes Quinto Tribunal Colegiado 
del Décimo Octavo Circuito, al resolver el amparo en revisión 498/2014, sostuvo la tesis aislada 
XVIII.5o.1 P (10a.), de título y subtítulo: "AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. SI EL IMPUTADO 
SOLICITÓ LA PRÓRROGA A QUE ALUDE EL ARTÍCULO 19 CONSTITUCIONAL PARA QUE SE LE 
RESUELVA SU SITUACIÓN JURÍDICA, EL MINISTERIO PÚBLICO ESTÁ EN APTITUD DE REQUERIR QUE 
SE DECRETE AQUÉL, PREVIAMENTE A ORDENAR LA SUSPENSIÓN DE LA AUDIENCIA CELEBRADA 
CON MOTIVO DE LA AMPLIACIÓN DEL PLAZO CONSTITUCIONAL (NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA 
PENAL EN EL ESTADO DE MORELOS).", visible en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
19 de febrero de 2016 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 27, Tomo III, febrero de 2016, página 2026, registro digital: 2011027. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, al resolver el amparo en revisión 
26/2015, sostuvo que si el imputado decide acogerse al plazo constitucional a que alude el artículo 
19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en ese momento el Ministerio 
Público debe solicitar y motivar el auto de vinculación a proceso, exponiendo en la misma 
audiencia los antecedentes de la investigación con los que considera que existen datos que 
establecen se ha cometido un hecho que la ley señala como delito y que existe la probabilidad de 
que el imputado lo cometió o participó en su comisión. 
 
Tesis de jurisprudencia 120/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de veintidós de noviembre de dos mil diecisiete.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de 
diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015703  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 131/2017 (10a.)  
 
VÍA ORDINARIA MERCANTIL. PROCEDE PARA EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN PERSONAL DE COBRO DE 
UN CRÉDITO, SIN QUE SE PUEDA RECLAMAR DE MANERA ACCESORIA LA EJECUCIÓN DE LA 
GARANTÍA HIPOTECARIA. 
 
El artículo 1055 BIS del Código de Comercio refiere que el actor, a su elección, podrá ejercitar sus 
acciones en juicio ejecutivo mercantil, ordinario, especial, sumario hipotecario o el que 
corresponda cuando el crédito tenga garantía real. En el mismo sentido, la doctrina jurisprudencial 
de esta Primera Sala ha concluido que la instancia procedente para el ejercicio de la acción 
personal de cobro de un crédito con garantía hipotecaria, es la vía ordinaria mercantil. De acuerdo 
con lo anterior, es procedente la vía ordinaria mercantil cuando el actor ejercite la acción personal 
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de cobro derivado de un contrato de crédito, sin que constituya obstáculo para ello que de la 
demanda se desprendan prestaciones accesorias vinculadas con la ejecución de la garantía 
hipotecaria, en todo caso, el operador jurídico debe omitir el estudio de las prestaciones 
vinculadas a la acción real y concretar su pronunciamiento en analizar y definir el fondo de la 
acción personal de cobro. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 140/2015. Suscitada entre el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito. 8 de marzo de 
2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena en cuanto al fondo. Disidentes: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández, quienes reservaron su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 
 
Criterios contendientes: 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver el juicio de amparo 
directo 300/2013, sostuvo que si la pretensión del actor es sólo cobrar el crédito otorgado al 
demandado, puede ejercer tanto la vía ejecutiva mercantil como la ordinaria, según corresponda, 
pero si lo pretendido no es sólo el crédito, sino además hacer efectiva la garantía hipotecaria, 
necesariamente tendrá que acudir a la vía hipotecaria civil y seguir el procedimiento especial 
establecido en la legislación local para tales efectos, lo anterior con el fin de no violentar el 
derecho de audiencia de terceros que hayan adquirido la propiedad dada en garantía. 
 
El Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 17/2015 
y el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 
502/2014, sostuvieron que si bien en la sentencia que se dicta en un juicio mercantil ordinario, 
atendiendo a su particular naturaleza jurídica, no puede legalmente declararse la ejecución de la 
garantía hipotecaria por ser propio de un juicio hipotecario, lo cierto es que, conforme a lo 
previsto en el artículo 1347 del Código de Comercio, en la etapa de ejecución del juicio mercantil sí 
puede existir el embargo y posteriormente el remate del bien hipotecado, por lo que el hecho de 
que el crédito cuyo pago se demanda esté garantizado con hipoteca y que la actora pida la 
ejecución de esa garantía no son circunstancias que, por sí solas, impidan la procedencia de la vía 
mercantil ordinaria ejercida. 
 
Tesis de jurisprudencia 131/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de veintidós de noviembre de dos mil diecisiete. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de 
diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2015702  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 121/2017 (10a.)  
 
VÍA ESPECIAL HIPOTECARIA. PARA EXIGIR EL VENCIMIENTO ANTICIPADO DEL PLAZO PARA EL 
REEMBOLSO DEL CRÉDITO, A TRAVÉS DE AQUÉLLA, ES INNECESARIO QUE LA INSTITUCIÓN 
BANCARIA O CREDITICIA ACREDITANTE LO REQUIERA PREVIAMENTE AL ACREDITADO EN EL 
DOMICILIO DEL INMUEBLE HIPOTECADO O EN CUALQUIER OTRO (LEGISLACIONES DEL DISTRITO 
FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO Y DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA). 
 
En el Código de Comercio ni en otras leyes mercantiles se establece una vía especial para exigir el 
pago de un crédito que tenga garantía real (hipoteca), por lo que debe acudirse a la legislación 
procesal civil respectiva y, en ese aspecto, los Códigos de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal, aplicable para la Ciudad de México, y para Baja California prevén el juicio hipotecario 
como una acción que se ejerce en una vía especial a través de la cual, entre otros actos, podrá el 
acreedor solicitar el pago o la prelación del crédito que la hipoteca garantice, para lo cual, deberá 
colmar, exclusivamente, dos requisitos: a) que el crédito conste en escritura pública o escrito 
privado, inscrito en el Registro Público de la Propiedad, salvo en el caso de documentos con el 
carácter de títulos ejecutivos; y, b) que el crédito sea de plazo cumplido o que sea exigible en los 
términos pactados o conforme a las disposiciones legales aplicables; de ahí que fuera de estos dos 
requisitos, el acreedor no deberá satisfacer ningún otro para la procedencia de la vía especial 
hipotecaria como, por ejemplo, haber requerido el pago de la obligación incumplida al demandado 
en un domicilio determinado, previo al ejercicio de la acción. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 28/2017. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo 
Quinto Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 30 de agosto de 
2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de tres votos por la competencia. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos en cuanto al fondo, de los Ministros José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora 
Cortés Araujo. 
 
Tesis y/o criterio contendientes: 
 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el juicio de amparo 
directo 8463/98, sostuvo la tesis I.3o.C.171 C, de rubro: "VÍA ESPECIAL HIPOTECARIA. NO PUEDE 
EXIGIRSE EN ÉSTA, EL VENCIMIENTO ANTICIPADO DEL PLAZO PARA EL REEMBOLSO DEL CRÉDITO, 
SI NO SE DEMOSTRÓ EL REQUERIMIENTO QUE HAGA EL ACREDITANTE A LA ACREDITADA.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IX, mayo de 
1999, página 1090, con número de registro digital: 194012. 
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El Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 
529/2016, determinó que para la procedencia del juicio especial hipotecario, no es necesario que 
se acredite la negativa de éste de hacerlo para que se dé la mora y proceda el juicio, toda vez que 
sólo basta que se cumpla con los requisitos a que se refiere el artículo 457 del Código Civil para el 
Estado de Baja California, esto es, que el crédito conste en escritura pública que se encuentre 
inscrita en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio y que sea exigible. 
 
Tesis de jurisprudencia 121/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de veintidós de noviembre de dos mil diecisiete.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de 
diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015698  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 132/2017 (10a.)  
 
NULIDAD DE MATRIMONIO CELEBRADO EN EL EXTRANJERO, CUANDO LOS CÓNYUGES TIENEN 
DOMICILIO CONYUGAL EN MÉXICO. LOS JUECES LOCALES TIENEN COMPETENCIA JUDICIAL 
INTERNACIONAL PARA CONOCER DE LA PRETENSIÓN Y ESTÁN FACULTADOS PARA RESOLVERLA 
APLICANDO EL DERECHO EXTRANJERO, SIEMPRE Y CUANDO EXISTA RECIPROCIDAD EN ELLO, CON 
EL ESTADO EN QUE DICHO ACTO JURÍDICO SE CELEBRÓ. 
 
Si un matrimonio se celebró bajo las leyes de un país extranjero y los cónyuges tienen su domicilio 
conyugal en México, esa relación jurídica matrimonial se erige como de carácter internacional, en 
tanto le son aplicables dos sistemas jurídicos diversos, el del Estado extranjero en lo relativo a su 
constitución y el del Estado Mexicano en cuanto a sus efectos. Ahora bien, cuando se formula ante 
el juez local mexicano una pretensión de nulidad de matrimonio celebrado en el extranjero ante la 
circunstancia de que el domicilio marital está en México, éste podrá conocer de la misma si se 
satisfacen dos condiciones: 1) que se actualice su competencia judicial internacional con base en 
las reglas de su sistema jurídico interno; y 2) que exista reciprocidad para la aplicación de derecho 
extranjero en casos análogos entre los Estados cuyos órdenes jurídicos están involucrados. En 
efecto, tratándose de la competencia judicial internacional, el juzgador local tendrá que analizar si 
el orden interno que rige su función le faculta para conocer conforme a la regla competencial del 
foro (por ejemplo, atendiendo a la ubicación del domicilio conyugal); pero además, tomando en 
cuenta que conforme al Derecho Internacional Privado, a una pretensión de nulidad de 
matrimonio le resulta aplicable la norma conflictual que dispone que la forma de ese acto jurídico 
se rige por la ley del lugar de su celebración, se torna indispensable para dilucidar la validez o 
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nulidad del matrimonio, la aplicación del derecho sustancial del Estado extranjero bajo el cual se 
constituyó el matrimonio y, en ese sentido, para que el juez nacional pueda conocer de la acción 
aludida, es necesario que entre México y el Estado extranjero de que se trate, exista reciprocidad 
para la aplicación de derecho extranjero, ya que la declaración de nulidad de un matrimonio 
conlleva privar de efectos un acto jurídico solemne en cuya constitución interviene 
necesariamente un órgano público estatal que autoriza o formaliza ese acto mediante la 
expedición de un documento público, lo que hace exigible el compromiso de reciprocidad para la 
validez y eficacia de la decisión del juez nacional al respecto frente al Estado extranjero, pues de 
otro modo, aunque la soberanía de nuestro país no se pudiere considerar vulnerada con la 
aplicación de la ley extranjera en tanto que el ordenamiento interno mexicano prevé la posibilidad 
de aplicación del derecho extranjero, la sentencia judicial que al efecto se dicte sí pudiere 
significar una injerencia en la soberanía de ese otro país, pues si éste no ha externado su voluntad 
de aplicar derecho extranjero en reciprocidad en la materia de que se trate, debe entenderse que 
no ha consentido en verse vinculado por decisiones judiciales provenientes de un Estado diverso, 
que pudieren tener por efecto invalidar algún acto jurídico en el que tuvo participación como 
órgano estatal. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 372/2015. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
Segundo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito. 15 de 
noviembre de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro votos en cuanto al fondo, de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretaria: Laura Patricia Román Silva. 
 
Tesis contendientes: 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Segundo Circuito, actual Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 
811/95, con la tesis aislada II.1o.C.T.71 C, de rubro: "NULIDAD DE CONTRATO DE MATRIMONIO, 
CELEBRADO EN PAÍS EXTRANJERO. IMPROCEDENCIA DE SU RECLAMO.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IV, septiembre de 1996, página 679, 
registro digital: 201461. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el juicio de amparo 
directo 292/2015, con las tesis III.2o.C.42 C (10a.), de título y subtítulo: "MATRIMONIO 
CELEBRADO EN EL EXTRANJERO. REGLAS GENERALES EN MATERIA CONFLICTUAL PARA QUE UN 
TRIBUNAL MEXICANO DECLARE SU NULIDAD."; III.2o.C.45 C (10a.), de título y subtítulo: "NORMAS 
DE CONFLICTO. REGLAS ESPECÍFICAS PARA RESOLVERLO ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 15 DEL 
CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE JALISCO."; y III.2o.C.44 C (10a.), de título y subtítulo: "NORMAS DE 
CONFLICTO. SU FUNCIÓN.", publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de 
marzo de 2016 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 28, Tomo II, marzo de 2016, páginas 1735, 1741 y 1742, registros digitales: 2011203, 
2011206 y 2011207, respectivamente.  
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Tesis de jurisprudencia 132/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veintidós de noviembre de dos mil diecisiete.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de 
diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015697  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 130/2017 (10a.)  
 
MANDATO. PARA TENER CERTEZA DE SU IRREVOCABILIDAD, NO SE REQUIERE ASENTAR EL 
MOTIVO QUE DIO ORIGEN AL CONTRATO BILATERAL EN EL QUE SE ESTABLEZCA COMO 
CONDICIÓN O LA OBLIGACIÓN PARA CUYO CUMPLIMIENTO SE CELEBRÓ (LEGISLACIONES DE LA 
CIUDAD DE MÉXICO Y DEL ESTADO DE MÉXICO). 
 
De los artículos 2596 del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México y 
7.816 del Código Civil del Estado de México, se advierte que el mandato es irrevocable cuando su 
otorgamiento se hubiere estipulado como una condición en un contrato bilateral, o como un 
medio para cumplir una obligación contraída; luego, establecer la exigencia de que se asiente en el 
documento privado o en el instrumento público (según sea el caso) en que obre, el motivo que dio 
origen al contrato bilateral en el que se establezca su irrevocabilidad, implicaría una obligación 
cuya sola inobservancia conllevaría la nulidad de la cláusula respectiva, sin que dichas legislaciones 
(Título Noveno para ambos Códigos Civiles) establezcan ese requisito, además de que la 
subsistencia del negocio que dé lugar a la irrevocabilidad del mandato, tampoco depende de que 
sea descrito en éste, sino de diversas circunstancias que podrían, incluso, ser imprevisibles para las 
partes; de ahí que tal inserción no abonaría a generar mayor certidumbre entre las partes ni con 
los terceros que hubiesen tenido injerencia en su ejecución, aunado a que cuando en juicio se 
pone en duda su irrevocabilidad, por cuestionarse la existencia o subsistencia del negocio en que 
se sustenta, las partes cuentan con un amplia gama de probanzas que las leyes procesales les 
confieren para acreditar, precisamente, la negociación referida, por virtud de la que fue otorgado 
el mandato y propició su irrevocabilidad. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 193/2016. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con 
residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México. 18 de octubre de 2017. La votación se dividió en 
dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
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Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles. 
 
Tesis contendientes: 
 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 
651/2011, sostuvo la tesis I.5o.C.1 C (10a.), de rubro: "MANDATO. ES NECESARIO ESTABLECER LA 
CLÁUSULA DE IRREVOCABILIDAD EN EL DOCUMENTO QUE CON TAL CARÁCTER SE OTORGUE." 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VIII, Tomo 2, 
mayo de 2012, página 2067, con número de registro digital: 2000844; y 
 
El Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en Nezahualcóyotl, Estado de 
México, al resolver el amparo directo 413/2014, sostuvo la tesis II.1o.29 C (10a.), de título y 
subtítulo: "MANDATO. NO PUEDE DESVIRTUARSE LA EXISTENCIA DEL CONTRATO BILATERAL O DE 
LA OBLIGACIÓN CONTRAÍDA CON ANTERIORIDAD, POR EL HECHO DE QUE NO SE PLASME LA 
CLÁUSULA DE IRREVOCABILIDAD EN EL DOCUMENTO QUE LO CONTIENE (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE MÉXICO).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 de junio 
de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 19, Tomo III, junio de 2015, página 2311, con número de registro digital: 2009322. 
 
Tesis de jurisprudencia 130/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de veintidós de noviembre de dos mil diecisiete. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de 
diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015696  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 77/2017 (10a.)  
 
LEGITIMACIÓN AD CAUSAM. EN EL JUICIO DE DESAHUCIO RECAE EN EL ARRENDADOR 
(LEGISLACIONES DE SINALOA Y ESTADO DE MÉXICO). 
 
En el juicio de desahucio el arrendatario puede oponer las excepciones que estime convenientes, 
entre ellas la falta de legitimación "ad causam", que puede prosperar si la persona que demanda 
no es el arrendador o no se encuentra facultada para ejercer esa acción. Esto es así, pues debido a 
la relación personal que surge al suscribir el contrato de arrendamiento, la legitimación para 
ejercitar cualquier acción que se derive del incumplimiento de la obligación relativa al pago de la 
renta, recae en el arrendador; por tanto, no se puede considerar que carezca de legitimación "ad 
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causam" para demandar en el juicio de desahucio. Efectivamente, dicha excepción no puede 
prosperar ni aun bajo el argumento de que el arrendador no es el propietario del inmueble 
arrendado, porque si bien la legislación sustantiva civil establece que el contrato de 
arrendamiento se puede celebrar por el propietario del bien, o quien tengan derecho o esté 
facultado para hacerlo, ya sea por autorización del dueño o por disposición de la ley, lo que parece 
excluir de esa posibilidad a los que no son propietarios o no están facultados para hacerlo, lo 
cierto es que atendiendo a la buena fe que debe imperar en la celebración de los contratos, si el 
arrendador cumple con la obligación de entregar al arrendatario el bien inmueble arrendado, y 
debido a ello, se presume humanamente que el arrendador es el propietario del bien o si estaba 
facultado para celebrar el mencionado contrato, el arrendatario que se benefició de esa 
presunción al recibir el inmueble dado en arrendamiento, no puede desconocerla, argumentando 
que el arrendador carece de legitimación "ad causam" para demandar en el juicio de desahucio 
por no ser el propietario de ese inmueble, pues mientras dicho contrato no se declare nulo o 
inválido, surte todos sus efectos entre los contratantes, por tanto el arrendador cuenta con 
legitimación "ad causam" en el juicio de desahucio. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 454/2016. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del 
Décimo Segundo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo 
Segundo Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito. 12 de julio 
de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de tres votos por la competencia. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández, en 
cuanto al fondo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Primer Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Décimo Segundo Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 
577/2008, sostuvo la tesis aislada XII.1o.53 C, de rubro: "JUICIO DE DESAHUCIO. LA EXCEPCIÓN DE 
FALTA DE LEGITIMACIÓN ES OPONIBLE CONTRA EL ACTOR POR SER DE CARÁCTER PERSONAL 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE SINALOA).", visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, abril de 2009, página 1918, con número de registro digital: 
167463. 
 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, al resolver el juicio de amparo 
directo 689/2016, sostuvo que en términos de lo dispuesto en los artículos 2.309, 2.310, 2.311 y 
2.319 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de México y 7.676 del código sustantivo 
relativo, si bien es cierto que en los juicios de desahucio son oponibles a toda clase de 
excepciones, lo cierto es que no puede prosperar la excepción que se funda en que la parte 
demandada no era propietaria del bien arrendado, pues con independencia de que se acredite 
dicho extremo, para demostrar su legitimación en el juicio es necesario el contrato de 
arrendamiento, base de la acción que haya celebrado en calidad de arrendadora con la enjuiciada. 
 
Tesis de jurisprudencia 77/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de veintisiete de septiembre de dos mil diecisiete. 
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Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de 
diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015695  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 122/2017 (10a.)  
 
INTERESES MORATORIOS CONVENCIONALES. PARA LA PROCEDENCIA DE SU RECLAMO BASTA 
ADJUNTAR A LA DEMANDA EL PAGARÉ BASE DE LA ACCIÓN CAMBIARIA DIRECTA QUE LOS 
CONTENGA. 
 
La litis en el juicio ejecutivo mercantil en el que se ejercita la acción cambiaria directa se forma con 
la demanda y su contestación, y en aquélla se comprenden integralmente los anexos, en especial, 
el documento base que da origen a la acción; de ahí que para la procedencia del reclamo de los 
intereses moratorios convencionales basta adjuntar a la demanda el pagaré en cuyo texto esté 
expresado el elemento relativo a su reclamo a partir de la fecha del vencimiento del título de 
crédito, por lo que es innecesario narrar los hechos que dan origen al reclamo de los intereses 
moratorios pactados, porque la acción cambiaria directa ejercita el derecho literal contenido en el 
pagaré. Asimismo, el juzgador puede analizar el reclamo, siempre que el actor en cualquier parte 
de la demanda remita al contenido del título ejecutivo, para que, acorde con las condiciones en él 
contenidas y las excepciones formuladas, resuelva conforme a derecho. Lo que no implica dejar sin 
defensa a la demandada, porque con dicho documento base de la acción se le corre traslado, es 
decir, puede formular sus excepciones y defensas en torno a la tasa de interés moratoria que se 
reclama. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 419/2016. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito, y el Pleno del Trigésimo Circuito. 30 de agosto de 
2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de tres votos por la competencia. Disidente: 
José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ausente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
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El Pleno del Trigésimo Circuito, al resolver la contradicción de 2/2015, que dio origen a la tesis 
jurisprudencial PC.XXX. J/14 C (10a.), de rubro: "DEMANDA EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. 
LA OBLIGACIÓN DE EXPRESAR EN EL APARTADO CORRESPONDIENTE LOS HECHOS FUNDATORIOS 
DE LA RECLAMACIÓN DE INTERESES MORATORIOS, SE INCUMPLE CUANDO RESPECTO DE ÉSTOS EL 
ACTOR NO SEÑALA EL HECHO RELATIVO AUN CUANDO EXHIBA JUNTO A LA DEMANDA EL PAGARÉ 
QUE LOS CONTIENE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de agosto 
de 2015 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 21, Tomo II, agosto de 2015, página 1371, con número de registro digital: 2009741. 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito, al resolver el juicio de 
amparo directo 526/2016, determinó que el origen de los intereses moratorios deriva de la falta 
de pago o pago a destiempo de la suerte principal por parte del deudor, por tanto, la causa u 
origen de esa prestación no es desconocido u oscuro, pues deriva de la falta de pago del monto de 
dinero prestado, de ahí que, si con base en un pagaré el acreedor acude ante el órgano 
jurisdiccional en ejercicio de la acción cambiaria directa y demanda el pago judicial de la suerte 
principal porque el deudor no se lo ha retribuido, entonces es evidente que en caso de que se 
reclame el pago de intereses moratorios de un pagaré, no es requisito que en el escrito de 
demanda se narren los hechos o causas que dieron origen al pacto de ese tipo de interés para que 
pueda decretarse su condena, toda vez que la causa u origen de éstos radica en la falta de pago de 
la deuda. 
 
Tesis de jurisprudencia 122/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal en 
sesión de veintidós de noviembre de dos mil diecisiete.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de 
diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015694  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 123/2017 (10a.)  
 
INCIDENTE DE RESPONSABILIDAD DE DAÑOS Y PERJUICIOS DERIVADO DE LA SUSPENSIÓN DEL 
ACTO RECLAMADO EN UN JUICIO DE AMPARO. CUANDO LA GARANTÍA O LA CONTRAGARANTÍA SE 
HAYA PRESTADO A TRAVÉS DE UNA FIANZA, DEBE LLAMARSE A LA AFIANZADORA PARA QUE LE 
VINCULE LA SENTENCIA RESPECTIVA. 
 
En términos de lo establecido en los artículos 125, 126 y 129 de la Ley de Amparo abrogada, 2794, 
2795, 2812 y 2855 del Código Civil Federal, en relación con el artículo 14 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, cuando con motivo de la suspensión del acto reclamado se 
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preste garantía o contragarantía a través de una fianza, resulta necesario que en el incidente por 
el que se hace efectiva la responsabilidad proveniente de ellas, se llame a la afianzadora a efecto 
de que coadyuve con su fiado, sea éste el quejoso, en el caso de la garantía, o el tercero 
interesado, en el caso de la contragarantía, y válidamente pueda quedar vinculado a la sentencia 
condenatoria que eventualmente llegue a dictarse. Lo anterior, porque en atención al derecho de 
audiencia previsto en la citada norma constitucional, sólo quien ha sido oído previamente puede 
resultar vinculado a una sentencia y en el caso del citado procedimiento incidental, donde se 
pretende hacer efectiva la fianza dada como garantía o contragarantía y, por tanto, vincular a la 
afianzadora al pago, es preciso antes darle oportunidad de oponer las excepciones que tenga a su 
favor relativas a la obligación, o las que le correspondan en su carácter de fiadora, exhibir las 
pruebas que apoyen tales excepciones y expresar alegatos. No obsta para lo anterior el hecho de 
que en la fianza judicial o legal no operen los beneficios de orden y excusión, pues esa 
circunstancia solamente da lugar a que el acreedor pueda reclamar la obligación directamente al 
fiador o a éste simultáneamente con el fiado, pero no que pueda demandarse sólo al fiado o 
deudor principal, y que, sin embargo, la sentencia pueda vincular o parar perjuicio al fiador, ya que 
obrar de este último modo contraviene la garantía de audiencia en perjuicio de la afianzadora, de 
ahí la necesidad de su llamamiento al incidente de responsabilidad para que la fianza pueda 
hacerse efectiva. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 405/2016. Entre las sustentadas por el Octavo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito, el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el entonces 
Primer Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Décimo Segundo Circuito. 25 de octubre de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente y Ponente: José Ramón Cossío Díaz, 
en su ausencia hizo suyo el asunto Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Mónica Cacho 
Maldonado. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El entonces Primer Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, actual Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Segundo Circuito, al resolver la queja 39/2000, 
sostuvo la tesis aislada XII.1o.32 C, de rubro: "AFIANZADORA. NO ES INDISPENSABLE CITARLA 
DURANTE EL TRÁMITE DEL INCIDENTE DE RESPONSABILIDAD SOBRE DAÑOS Y PERJUICIOS EN 
AMPARO DIRECTO CIVIL.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XIII, abril de 2001, página 1028, con número de registro digital: 190042. 
 
El Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la queja 126/2016-II, 
determinó necesario llamar a la afianzadora al incidente de daños y perjuicios derivado de un 
juicio de amparo, para hacer efectiva la responsabilidad proveniente de la suspensión del acto 
reclamado a que se refiere el artículo 129 de la Ley de Amparo abrogada (similar redacción al 
artículo 156 de la Ley de Amparo vigente), para que comparezca a defender sus derechos y a 
oponer las excepciones y defensas que estime procedentes, aun cuando no se prevea 
expresamente que deba dársele intervención en esos procesos incidentales, dada la preeminencia 
que sobre esa legislación estatuye el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
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Mexicanos, en cuanto dispone que es un derecho fundamental de los gobernados que se les 
otorgue la garantía de audiencia contra todo acto de autoridad para que tengan la oportunidad de 
conocerlo y defenderlo. 
 
Tesis de jurisprudencia 123/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de veintidós de noviembre de dos mil diecisiete. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de 
diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015693  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 99/2017 (10a.)  
 
EMPLAZAMIENTO. EL AMPARO CONCEDIDO EN SU CONTRA TIENE COMO EFECTO DEJARLO 
INSUBSISTENTE Y REPONER EL PROCEDIMIENTO DESDE ESA ACTUACIÓN. 
 
De los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el 77 de la 
Ley de Amparo, para que tenga plenos efectos la sentencia estimativa de amparo, es decir, la que 
declara que el acto reclamado resulta violatorio del orden constitucional por ser contrario a los 
derechos humanos o las garantías otorgadas para su protección, o porque vulnera la esfera de 
competencia de la autoridad federal, la soberanía de los Estados o la autonomía de la Ciudad de 
México, es necesario vincular a la autoridad responsable para que, en el ámbito de su 
competencia, lleve a cabo la conducta o las actuaciones conducentes para restituir al quejoso en el 
goce del orden constitucional transgredido en su perjuicio. Así, tratándose de actos de autoridad 
positivos, se establece que el efecto de la sentencia es restituir al quejoso en el goce del derecho 
violado, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, lo cual significa, en 
el caso específico de la diligencia de emplazamiento donde la violación tiene lugar respecto de la 
garantía de audiencia prevista en el artículo 14 constitucional, a que el órgano jurisdiccional 
responsable deje insubsistente la actuación judicial viciada y los actos posteriores, y reponga u 
ordene reponer el procedimiento para conducirlo hasta su conclusión según las leyes que lo rigen. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 451/2016. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en los Mochis, Sinaloa, el Segundo 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto 
Circuito y el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito. 13 de septiembre de 2017. La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de tres votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío 
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Díaz. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. 
Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica 
Cacho Maldonado. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 16/2015, emitió la 
jurisprudencia PC.I.C. J/26 K (10a.), de título y subtítulo: "EMPLAZAMIENTO INDEBIDO. LOS 
EFECTOS DE LA SENTENCIA QUE CONCEDE LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL SOLICITADA EN SU 
CONTRA SON QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE DEJE INSUBSISTENTE DICHA DILIGENCIA, ASÍ 
COMO TODO LO ACTUADO EN EL JUICIO DE ORIGEN, Y RESUELVA CON PLENITUD DE JURISDICCIÓN 
LO QUE CORRESPONDA RESPECTO A UN NUEVO EMPLAZAMIENTO.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 32, Tomo II, julio de 2016, página 1096, 
con número de registro digital: 2012000. 
 
El Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo en revisión 
121/2016, consideró que los efectos de la concesión del amparo contra el emplazamiento, que se 
habían fijado en el sentido de que a partir de la notificación de la sentencia de amparo debía 
correr el plazo para comparecer al juicio de origen a contestar la demanda, para determinar que el 
efecto debía ser dejar insubsistente el emplazamiento y las actuaciones subsecuentes, para llevar 
a cabo un nuevo emplazamiento proveyendo con plena jurisdicción lo que en derecho 
corresponda. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo en revisión 
98/2016, sostuvo que la notificación de la ejecutoria en la que se concede la protección 
constitucional a la parte demandada, en un juicio de amparo indirecto en que se reclamó el 
indebido emplazamiento, no puede tener el efecto de ser el evento a partir del cual, debe 
verificarse la oportunidad para contestar la demanda en el juicio de origen, porque con la 
concesión de la protección constitucional, se destruyen el emplazamiento, así como las 
subsecuentes actuaciones, y en su caso, corresponderá a la autoridad responsable proveer los 
trámites. 
 
El Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en 
los Mochis, Sinaloa, en apoyo del Sexto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 139/2016 (cuaderno auxiliar 411/2016), emitió el criterio contenido en la 
tesis (V Región)4o.1 C (10a.), de título y subtítulo: "GARANTÍA DE AUDIENCIA EN JUICIO CIVIL. 
EFECTOS DE LA CONCESIÓN DEL AMPARO CUANDO SE DETERMINA LA ILEGALIDAD DEL 
EMPLAZAMIENTO DE QUIEN SE OSTENTA COMO TERCERO EXTRAÑO A JUICIO POR EQUIPARACIÓN 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA).", publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 37, Tomo II, diciembre de 2016, página 1737, registro 
digital: 2013263 y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 2 de diciembre de 2016 a 
las 10:14 horas. 
 
Tesis de jurisprudencia 99/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de quince de noviembre de dos mil diecisiete. 
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Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de 
diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015692  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 117/2017 (10a.)  
 
COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, 
AL PREVER COMO CONDICIÓN PARA LA CONDENA A SU PAGO "QUE FUERE CONDENADO POR DOS 
SENTENCIAS CONFORMES DE TODA CONFORMIDAD", IMPLICA LA OBLIGACIÓN DE QUE AMBOS 
FALLOS PRESENTEN IDENTIDAD EN SU PARTE RESOLUTIVA. 
 
El precepto citado establece que el que fuere condenado por dos sentencias conformes de toda 
conformidad en su parte resolutiva siempre será condenado en costas abarcando la condena 
ambas instancias, lo que implica la obligación de que ambos fallos presenten identidad en su parte 
resolutiva, esto es, que el fallo de segunda instancia confirme el de primera, pues ante cualquier 
motivo de modificación o revocación del primero, no puede colmarse dicha condición de 
identidad, lo que es acorde con la intención de esa medida legislativa, que busca condenar en 
costas al apelante que obligue a su contraparte a acudir a la segunda instancia de manera 
injustificada, esto es, por ser infructuoso el litigio de esa instancia al quedar en los mismos 
términos la sentencia de primer grado, pero si se cambia el sentido de ésta -en su parte resolutiva-
, aunque sea mínimamente, se justifica haber exigido la intervención judicial de alzada, pues ésta 
fue necesaria para corregir o enmendar algún error de hecho o de derecho en que se incurrió en la 
primera instancia. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 297/2016. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 14 de 
junio de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Guillermo Pablo López Andrade. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 
544/2003, sostuvo la tesis 1.3o.C.444 C, de rubro: "COSTAS. PROCEDE LA CONDENA CUANDO EN 
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LA SEGUNDA INSTANCIA SE MODIFICA LA SENTENCIA, PERO NO DE MANERA SUSTANCIAL, 
PORQUE SUBSISTE EL ELEMENTO DE CONDENA POR DOS SENTENCIAS CONFORMES DE TODA 
CONFORMIDAD, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO DE COMERCIO.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIX, enero 
de 2004, página 1504, registro digital: 182434. 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito (expediente de origen: D-271/2016 
relacionado con el D-270/2016), sostuvo que no procede condenar al pago de costas cuando el 
juzgador de segunda instancia confirma la sentencia y sólo reduce los intereses moratorios, ello en 
virtud de que de la interpretación de las fracciones III y IV del artículo 1084 del Código de 
Comercio, se advierte que serán condenados a su pago la parte vencida y el que lo intente, si no 
obtiene sentencia favorable y, siempre procederá en ambas instancias contra el que fuere 
condenado por dos sentencias conformes de toda conformidad en su parte resolutiva. 
 
Tesis de jurisprudencia 117/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de quince de noviembre de dos mil diecisiete. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de 
diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015689  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 71/2017 (10a.)  
 
CITATORIO PREVIO A LA DILIGENCIA DE EMBARGO, REQUERIMIENTO DE PAGO Y EMPLAZAMIENTO 
EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. ES INNECESARIO QUE LO FIRME LA PERSONA, DISTINTA AL 
DEMANDADO, CON QUIEN SE DEJA. 
 
Los artículos 1068, 1055, fracción IV, 1391, 1392 y 1393 del Código de Comercio, vigente hasta la 
reforma de 10 de enero de 2014, y 309, 310, 311 y 317 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, de aplicación supletoria en los términos de los numerales 1054 y 1063 del primer 
ordenamiento señalado, establecen que la notificación al demandado del juicio ejecutivo 
mercantil deberá ser personal. Sin embargo, si el notificador no encuentra al deudor a la primera 
busca en el inmueble señalado por el actor, dejará citatorio, cuya práctica se hará a condición de 
que se encuentre ausente la persona buscada en el domicilio cerciorado y a que se señale hora 
hábil, dentro de un lapso comprendido entre las seis y las setenta y dos horas posteriores, para la 
práctica del emplazamiento. Hecho lo anterior, el notificador únicamente deberá asentar en el 
citatorio relativo: i) que se cercioró de encontrarse en el domicilio del demandado; ii) que no lo 
encontró; iii) que indica hora fija dentro de las seis y setenta y dos horas siguientes para que lo 
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espere en el mismo a efecto de llevar a cabo la diligencia de notificación; iv) que dejó el citatorio 
con un pariente, empleado doméstico o con cualquier otra persona que se encontraba en el 
domicilio; y, v) la firma del notificador. Así, toda vez que el citatorio es un mero documento previo 
a la notificación, bastará que contenga los requisitos señalados para ser legal, sin necesidad de 
elementos adicionales tales como la firma de la persona con la cual se dejó el documento previo a 
la diligencia del embargo, requerimiento de pago y emplazamiento al juicio ejecutivo mercantil, 
pues ello sólo es indispensable al momento de llevar a cabo la notificación. En ese sentido, al no 
ser obligatorio el requisito señalado, se torna innecesario que el actuario lleve a cabo 
circunstanciación alguna relacionada con la firma de la persona con la que se deja el citatorio. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 416/2014. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila. 24 de mayo de 2017. Mayoría de tres votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien se reservó su derecho para formular voto 
particular. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 
Gabriela Eleonora Cortés Araujo. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 
276/2014, en el que resolvió que toda vez que el citatorio constituye una actuación anterior a la 
diligencia de emplazamiento, es claro que no significa que ésta deba cumplir con todos los 
requisitos del emplazamiento ya que no existe ni en el Código de Comercio ni en el Código Federal 
de Procedimientos Civiles, disposición alguna que obligue al secretario ejecutor a asentar la razón 
por la que la persona a quien se entregó el citatorio no lo firmó, ya que el artículo 317 de dicho 
ordenamiento legal claramente señala que ese requisito sólo es aplicable para las notificaciones. 
 
El Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en 
Saltillo, Coahuila, al resolver los amparos en revisión 18/2012 (expediente auxiliar 244/2012), 
124/2012 (cuaderno auxiliar 232/2012) y 263/2012, dictados en apoyo del Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Décimo Primer Circuito, del que derivó la tesis aislada VIII.3o.(X Región) 1 C (10a.), 
de título y subtítulo: "EMPLAZAMIENTO EN MATERIA MERCANTIL. EL REQUISITO RELATIVO A LA 
CIRCUNSTANCIACIÓN DE LA FALTA DE FIRMA DE LA PERSONA CON QUIEN SE ENTREVISTE EL 
ACTUARIO, SI ÉSTA NO SUPIERE O NO QUISIERE HACERLO, OPERA TAMBIÉN PARA EL CITATORIO 
PREVIO Y SU OMISIÓN LO TORNA ILEGAL.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 2, agosto de 2012, página 1767, registro digital: 2001315. 
 
Tesis de jurisprudencia 71/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de seis de septiembre de dos mil diecisiete. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de 
diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2015688  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 42/2017 (10a.)  
 
CAUSAHABIENTE PROCESAL. CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER UNA EXCEPCIÓN 
PERENTORIA QUE TENGA COMO ÚNICA FINALIDAD LA DECLARATORIA DE PRESCRIPCIÓN DE 
EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA QUE DERIVA DE UN JUICIO CUYA MATERIA ES UNA ACCIÓN 
PERSONAL. 
 
La transmisión de la titularidad de un bien inmueble que se encuentra sujeto a una medida 
cautelar como el embargo durante un litigio derivado de una acción personal no provoca que el 
nuevo propietario del bien suceda o se subrogue en la parte demandada en dicho juicio. Primero, 
porque la pretensión del juicio está dirigida a ser satisfecha por la persona o personas 
demandadas en concreto (contrario a lo que sucede en una acción real) y el embargo del inmueble 
sólo funciona como una medida cautelar y, segundo, ya que al transmitirse la propiedad del bien 
embargado se actualiza la denominada causahabiencia de orden procesal, cuya propia naturaleza 
conlleva a que el causahabiente detenta la carga de acatar lo resuelto en el juicio seguido en 
contra de su causante y, consiguientemente, responderá de la obligación garantizada con el bien 
hasta donde éste alcance, con independencia de que no se le haya llamado al juicio. No se trata de 
una cesión de deuda, sino la causahabiencia procesal de una garantía. Por ello, el causahabiente 
carece de legitimación para interponer la excepción perentoria de prescripción de la ejecución de 
la sentencia que tenga como única finalidad que se declare judicialmente la terminación del 
tiempo para exigir la ejecución de las prestaciones concedidas en dicho fallo, al no tener interés 
directo en el acreditamiento o no de las prestaciones demandadas. Tal situación, toda vez que en 
ese supuesto la excepción de prescripción se dirige a impedir la ejecución de la sentencia con 
cualquier bien y no sólo con el embargado, lo que afecta en realidad las prestaciones conferidas 
por el juzgador a partir de una acción personal. Al causahabiente le corresponden derechos en 
defensa exclusiva del bien sujeto a la medida cautelar. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 163/2015. Suscitada entre el Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo 
Segundo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, actual Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Segundo Circuito. 15 de marzo de 2017. 
La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel 
Antonio Núñez Valadez. 
 
Criterios contendientes: 
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El Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 19/2014, sostuvo que al adquirir en propiedad los bienes embargados con gravamen, la 
solicitante del amparo adquiere el carácter de causahabiente, sin embargo, ello no la legitima para 
promover por sí misma en el juicio y oponer la excepción de prescripción, pues con dicho carácter 
adquiere la propiedad de los bienes, pero se subroga en la obligación de la parte demandada de 
responder con esos bienes para el pago de la condena y debe responder por el pago de la condena 
que se ejecute contra la parte demandada, pero no la controvierte en parte en el juicio natural, 
pues para ello tiene que haber una cesión de deuda, la cual debe ser presentada ante un Juez para 
su aprobación expresa o tácita. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Décimo Segundo Circuito, al resolver el amparo en revisión 87/2013, 
sostuvo que aun cuando el causahabiente no sea parte actora ni demandada en el juicio de origen 
y, en consecuencia, no compareció como acreedora al procedimiento de ejecución de la sentencia 
dictada, lo cierto es que su carácter lo legitima para promover en el juicio de origen en defensa de 
los inmuebles embargados y que son de su propiedad, ya que precisamente tiene el carácter de 
causahabiente demandado, por lo que está obligada a responder con dichos inmuebles por el 
pago de la condena decretada en contra de su causante. 
 
Tesis de jurisprudencia 42/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de treinta y uno de mayo de dos mil diecisiete. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de 
diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015687  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 97/2017 (10a.)  
 
AMPARO DIRECTO. PROCEDE CONTRA LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ QUE DESECHA O NO ADMITE 
UNA DEMANDA O POR LA QUE SE NIEGA A CONOCERLA Y LA DEVUELVE AL ACTOR, POR ESTIMAR 
QUE CARECE DE COMPETENCIA LEGAL, SIN DECLINARLA EN FAVOR DE OTRO ÓRGANO 
JURISDICCIONAL, AL TRATARSE DE UNA RESOLUCIÓN QUE PONE FIN AL JUICIO. 
 
El artículo 107, fracción VIII, de la Ley de Amparo establece la procedencia del juicio de amparo 
indirecto contra actos de autoridad que determinen inhibir o declinar la competencia o el 
conocimiento de un asunto. Ahora bien, para que se actualice este supuesto, en relación con la 
resolución por la que el a quo no admite o se niega a conocer de una demanda, por estimar que 
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carece de competencia legal para ello, es necesario que se decline la competencia en favor de otro 
órgano, ya que este supuesto produce los mismos efectos que la excepción de incompetencia por 
declinatoria, pues quedará supeditada a que el juez declinado acepte o rechace la competencia 
declinada, cuya decisión (con la que adquiere carácter de definitiva) será determinante para 
combatir la resolución de aceptación de la declinación de competencia, a través del amparo 
indirecto, previa observancia del principio de definitividad. Sin embargo, la resolución del juez que 
desecha o no admite una demanda o por la que se niega a conocerla y la devuelve al actor, por 
estimar que carece de competencia legal, sin que decline su competencia en favor de algún 
órgano jurisdiccional, constituye una resolución que pone fin al juicio, pues sin decidir el conflicto 
jurídico de fondo, lo da por concluido; de ahí que contra dicha decisión proceda el amparo directo, 
en términos de los artículos 107, fracciones III, inciso a), y V, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como 34 y 170, fracción I, de la Ley de Amparo, sujetándose 
igualmente al principio de definitividad. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 15/2016. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Materias Civil y 
de Trabajo del Décimo Circuito, y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
16 de agosto de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña 
Hernández, en cuanto al fondo. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretario: Mauricio Omar Sanabria Contreras. 
 
Criterios contendientes: 
 
El Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Circuito, al resolver el amparo 
directo 825/2015, sostuvo que no procede el juicio de amparo directo en contra de la resolución 
dictada en el juicio ordinario civil en la que se desechó la demanda por razón de competencia para 
conocer del juicio, en virtud de que conforme a lo previsto en el artículo 107, fracción VIII, de la 
Ley de Amparo, corresponde conocer a un Juez de Distrito en vía indirecta. 
 
El Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 
86/2015, en el que se declaró competente para conocer en vía directa del amparo promovido en 
contra de la resolución dictada en un juicio ejecutivo mercantil en el que se desechó la demanda 
por razón de competencia para conocer del juicio. 
 
Tesis de jurisprudencia 97/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de quince de noviembre de dos mil diecisiete. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de 
diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2015685  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a./J. 109/2017 (10a.)  
 
RENTA. LOS ARTÍCULOS 44 Y 45, PÁRRAFO SEGUNDO, FRACCIÓN VII, DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, NO VULNERAN EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA PROPIEDAD. 
 
Los preceptos citados, al establecer, respectivamente, que las personas morales determinarán, al 
cierre de cada ejercicio, el ajuste anual por inflación, y que no se considerará como crédito al 
"efectivo en caja", para efectos de dicho ajuste, no vulneran el derecho fundamental a la 
propiedad, el cual constituye la prerrogativa de los sujetos a poder apropiarse de bienes y 
disponer de ellos, sin que guarde vínculo alguno con el efecto inflacionario del efectivo en caja. En 
ese sentido, no puede alegarse la vulneración al derecho referido por el hecho de que el legislador 
haya o no expuesto por qué debía excluirse el efectivo en caja del ajuste anual por inflación, pues 
en materia del impuesto sobre la renta, su objeto recae en los ingresos, como manifestación de la 
modificación positiva en el patrimonio, por lo que no puede colegirse que éste tiene el mismo 
significado que el derecho a la propiedad privada, ya que éste se refiere a la posibilidad de 
apropiarse de las cosas, mientras que el primero al cúmulo de bienes, derechos, obligaciones y 
cargas, y es sobre éste que el legislador se fija para el establecimiento de contribuciones. Además, 
el supuesto previsto en el artículo 45, párrafo segundo, fracción VII, de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta no constituye una limitante del derecho a la propiedad de los gobernados, pues no se les 
impide poder apropiarse de bienes o disponer de éstos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 373/2016. BBVA Bancomer, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo 
Financiero BBVA Bancomer. 24 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 277/2016. Banco Nacional de México, S.A., Integrante del Grupo Financiero 
Banamex. 7 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 289/2016. Scotiabank Inverlat, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo 
Financiero Scotiabank Inverlat. 7 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Fernando Cruz Ventura. 
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Amparo en revisión 932/2016. Banco Regional de Monterrey, S.A., Institución de Banca Múltiple, 
Banregio Grupo Financiero. 7 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz 
Ventura. 
 
Amparo en revisión 897/2016. Banco Santander (México), S.A., Institución de Banca Múltiple, 
Grupo Financiero Santander México. 13 de septiembre de 2017. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Fernando Cruz Ventura. 
 
Tesis de jurisprudencia 109/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de quince de noviembre de dos mil diecisiete.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de 
diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015683  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 01 de diciembre de 2017 10:13 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 1a./J. 107/2017 (10a.)  
 
EFECTIVO EN CAJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 45, PÁRRAFO SEGUNDO, FRACCIÓN VII, DE LA LEY 
DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. NO CONSTITUYE UN CRÉDITO PARA EFECTOS DE DETERMINAR EL 
AJUSTE ANUAL POR INFLACIÓN, EN VIRTUD DE LA RELACIÓN QUE TIENEN EL BANCO DE MÉXICO Y 
EL TENEDOR DEL DINERO. 
 
Los artículos 1o. y 2o. de la Ley del Banco de México prevén, respectivamente, que el banco 
central será persona de derecho público con carácter autónomo y se denominará Banco de 
México: que tendrá como finalidad proveer a la economía del país de moneda nacional y que, en 
consecución de dicha finalidad, tendrá como objetivo prioritario procurar la estabilidad del poder 
adquisitivo de dicha moneda. Por su parte, el artículo 2o. de la Ley Monetaria de los Estados 
Unidos Mexicanos dispone que las únicas monedas circulantes serán los billetes del Banco de 
México y las monedas metálicas; asimismo, el diverso 15 de dicha ley establece que la reserva 
monetaria se destinará exclusivamente a sostener el valor de la moneda nacional. Así, el Banco de 
México, como banco central del país, tiene la obligación de emitir la moneda en circulación y debe 
procurar la estabilidad de su poder adquisitivo a través de una política monetaria eficiente. Por 
ello, para respaldar el valor de la moneda, existe una reserva que se va acumulando para 
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mantenerlo estable; lo cual significa que para que las operaciones en todos los niveles económicos 
puedan realizarse con la moneda del curso legal, es la reserva monetaria del Banco de México 
quien la respalda, lo que implica que los billetes y las monedas tienen el valor nominal en ellos 
designados que liberan a un sujeto de una obligación mediante su entrega; por lo que el Banco de 
México no es un deudor de los sujetos tenedores de las monedas metálicas o los billetes en 
circulación, sino que a través de él se permite generar confianza en los sujetos participantes en 
operaciones comerciales o de cualquier otra índole en donde existan de por medio "pesos 
mexicanos", en cuanto a que ese dinero tiene un valor nominal liberatorio por el importe que en 
los billetes y las monedas se indica. Ahora bien, el hecho de que exista una reserva que mantiene 
estable la moneda mexicana, no significa que los tenedores de monedas y billetes puestos a 
circulación por el Banco de México no tienen el derecho de acudir a éste y exigir la entrega de la 
parte proporcional de la reserva monetaria que los respalda, como pasa normalmente con los 
créditos. De ahí que el "efectivo en caja", previsto en el artículo 45, párrafo segundo, fracción VII, 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no constituye un crédito para efectos de determinar el 
ajuste anual por inflación, en virtud de la relación que tienen el Banco de México y el tenedor del 
dinero, pues esa relación no demuestra que el efectivo constituya por sí mismo un crédito. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 373/2016. BBVA Bancomer, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo 
Financiero BBVA Bancomer. 24 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 277/2016. Banco Nacional de México, S.A., Integrante del Grupo Financiero 
Banamex. 7 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 289/2016. Scotiabank Inverlat, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo 
Financiero Scotiabank Inverlat. 7 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 932/2016. Banco Regional de Monterrey, S.A., Institución de Banca Múltiple, 
Banregio Grupo Financiero. 7 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz 
Ventura. 
 
Amparo en revisión 897/2016. Banco Santander (México), S.A., Institución de Banca Múltiple, 
Grupo Financiero Santander México. 13 de septiembre de 2017. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Fernando Cruz Ventura. 
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Tesis de jurisprudencia 107/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de quince de noviembre de dos mil diecisiete.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de 
diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2015827  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 08 de diciembre de 2017 10:20 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCLI/2017 (10a.)  
 
PUBLICACIÓN DE DATOS DE CONTRIBUYENTES CON CRÉDITOS FISCALES DETERMINADOS Y 
EXIGIBLES. EL ARTÍCULO 69, PÁRRAFOS PENÚLTIMO, FRACCIÓN II, Y ÚLTIMO, DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN, QUE LA REGULA, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LAS 
LEYES. 
 
El primer párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, prevé 
el derecho a la irretroactividad en la aplicación de las leyes en perjuicio de persona alguna, que 
consiste, básicamente, en que no pueden darse efectos reguladores a una norma jurídica sobre 
hechos, actos o situaciones producidos con antelación al momento de su entrada en vigor, bien 
sea impidiendo la supervivencia reguladora de una ley anterior, o bien alterando o afectando un 
estado jurídico preexistente. Ahora bien, las adiciones de los párrafos undécimo, en sus diversas 
fracciones, y último del artículo 69 del Código Fiscal de la Federación, vigente a partir del uno de 
enero de dos mil catorce, establecen diversos supuestos de excepción a la reserva sobre los datos 
que se conozcan de las declaraciones, entre los que se encuentran los de los contribuyentes que 
cuenten con créditos fiscales determinados y exigibles, no garantizados ni pagados, respecto de 
los cuales se publicará una lista en la que se asiente su nombre, denominación o razón social y su 
clave del registro federal de contribuyentes. La publicación de dichos datos, por encontrarse en 
cualquiera de los supuestos de excepción, implica un efecto inmediato relativo a situaciones en 
curso, pues no se priva a las personas, por sus efectos, de derechos adquiridos o ganados al 
imperio de una ley anterior, o incorporados a su esfera patrimonial. Ello, porque la reserva del 
artículo 69 del Código Fiscal de la Federación no entraña como tal un derecho respecto del cual 
pueda predicar apropiación por parte de los contribuyentes, al estar diseñada como una regla con 
un fin de carácter instrumental, a cargo de la autoridad, aunado al hecho de que dicha reserva, 
antes de la entrada en vigor del precepto en cuestión, no era absoluta, ante la multiplicidad de 
supuestos de excepción respecto de los datos que podían ser publicados o transmitidos por las 
autoridades fiscales. Asimismo, la información recabada por las autoridades fiscales, aun antes de 
la entrada en vigor del artículo de referencia, está regida por el mandato previsto en el artículo 6o. 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, relativo a que toda la información en 



 

78 
 

posesión de cualquier autoridad es pública y que en interpretación de ese derecho, debe 
prevalecer el principio de máxima publicidad. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 341/2016. Inmobiliaria Comercial Vinocia, S.A. de C.V. 3 de mayo de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien precisó estar con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Víctor Manuel Rocha Mercado y Monserrat Cid 
Cabello. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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DERECHO HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. SU CONTENIDO. 
 
El derecho a un medio ambiente sano está reconocido en el artículo 4o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y en el ámbito internacional, en el Protocolo adicional a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, también llamado "Protocolo de San Salvador", en la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre el Medio Ambiente de 1972 (Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano) y 
en la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992. Del contenido de este 
derecho humano se desprende la obligación de todas las autoridades del Estado de garantizar la 
existencia de un medio ambiente sano y propicio para el desarrollo humano y el bienestar de las 
personas. Tal mandato vincula tanto a los gobernados como a todas las autoridades legislativas, 
administrativas y judiciales, quienes deben adoptar, en el marco de sus competencias, todas 
aquellas medidas necesarias para la protección del ambiente. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5452/2015. Inammi, S.A. de C.V. 29 de junio de 2016. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía 
Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
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Esta tesis se publicó el viernes 08 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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DERECHO HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. SU CARACTERIZACIÓN COMO UN DERECHO 
QUE A SU VEZ IMPLICA UN DEBER. 
 
Del contenido del derecho humano a un medio ambiente sano, reconocido por los artículos 4o. de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 11 del Protocolo adicional a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, "Protocolo de San Salvador", así como del principio 1 de la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre el Medio Ambiente de 1972 y principios 1 y 11 de la Declaración de Río sobre el 
Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992, deriva su caracterización como un derecho que a su vez 
implica un deber, en virtud de que, por una parte, se reconoce el derecho fundamental de los 
ciudadanos a acceder a un medio ambiente de calidad tal que les permita llevar una vida digna y 
gozar de bienestar, derecho que las autoridades del Estado deben proteger, vigilar, conservar y 
garantizar; y, por otra, el reconocimiento de este derecho fundamental se vincula con la obligación 
de los ciudadanos de proteger y mejorar el medio ambiente para las generaciones presentes y 
futuras. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5452/2015. Inammi, S.A. de C.V. 29 de junio de 2016. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía 
Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CCL/2017 (10a.)  
 
DERECHO HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. EL ARTÍCULO 4.46 DEL CÓDIGO PARA LA 
BIODIVERSIDAD DEL ESTADO DE MÉXICO LO PROTEGE A TRAVÉS DE LA VINCULACIÓN DE LOS 
PARTICULARES. 
 
El precepto citado establece diversos lineamientos para los ciudadanos que generen residuos 
sólidos urbanos y de manejo especial, tales como: i) obtener la autorización de las autoridades y el 
registro en el manejo de residuos; ii) establecer planes de manejo y registros de grandes 
volúmenes de residuos; iii) llevar una bitácora en la que registren el volumen y tipo de residuos 
generados anualmente cuya conservación es de dos años; y, iv) ocuparse del acopio, 
almacenamiento y disposición final de sus residuos generados en grandes volúmenes y entregarlos 
a los servicios de limpia registrados. Ahora bien, el derecho humano a un medio ambiente sano, 
reconocido por los artículos 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 11 
del Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, "Protocolo de San Salvador", así como del principio 1 
de la Declaración de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente de 1972 y principios 1 y 11 de 
la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de 1992, no sólo implica el 
cumplimiento de las obligaciones en materia ambiental por parte del Estado, sino también por los 
particulares. De ahí que, en el contexto del derecho humano referido, concebido como un 
derecho-deber, el artículo 4.46 del Código para la Biodiversidad del Estado de México, protege el 
derecho aludido a través de la vinculación de los particulares. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5452/2015. Inammi, S.A. de C.V. 29 de junio de 2016. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía 
Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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IDENTIFICACIÓN ADMINISTRATIVA DE LA PERSONA SUJETA A PROCESO PENAL (FICHA 
SIGNALÉTICA). LA ORDEN DEL JUEZ DEL PROCESO PENAL PARA QUE SE RECABE, SIN QUE MEDIE 
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PETICIÓN EXPRESA DEL MINISTERIO PÚBLICO, NO VULNERA LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD E 
IGUALDAD PROCESAL. 
 
El artículo 165 del Código Federal de Procedimientos Penales, abrogado, establece que, dictado el 
auto de formal prisión o el de sujeción a proceso se identificará al procesado por el sistema 
adoptado administrativamente. Ahora bien, la ficha de identificación que se realiza a las personas 
sujetas a proceso penal, una vez que se formaliza esa sujeción, obedece a finalidades registrales y 
administrativas que le permiten a la autoridad judicial cumplir con algunas de las atribuciones 
relativas a la organización de los procesos judiciales, las cuales derivan esencialmente de la 
necesidad de certeza y seguridad jurídica, incluso de las personas inculpadas. Por lo tanto, la ficha 
de identificación de la persona inculpada es una medida de carácter administrativo que facilita el 
cumplimiento de funciones inherentes a la tramitación del proceso penal, como evitar la confusión 
de la persona procesada, verificar indubitablemente su identidad para establecer o eliminar 
fehacientemente la reincidencia, organizar adecuadamente el proceso penal a partir del 
cumplimiento de ciertas diligencias, o bien servir simplemente como registro. Así, en tanto la 
información contenida en la ficha se relacione con funciones administrativas o registrales, es 
indiferente quien solicita su emisión. Esto significa que no existe avance injusto de las 
pretensiones punitivas del ministerio público si quien solicita su realización es la autoridad judicial, 
aun en ausencia de petición explícita de aquél. En consecuencia, esta actitud oficiosa no vulnera el 
principio de legalidad, pues el juez no excede sus facultades constitucionales o legales, ni el 
principio de igualdad procesal, aunado a que el juez no beneficia incorrectamente la pretensión 
punitiva del ministerio público. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 124/2016. Entre las sustentadas por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. 
17 de mayo de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: M.G. Adriana Ortega Ortiz. 
 
Tesis contendientes: 
 
El Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 
201/2014, sostuvo la tesis aislada I.6o.P.67 P (10a.), de título y subtítulo: "IDENTIFICACIÓN 
ADMINISTRATIVA Y ANTECEDENTES PENALES DEL PROCESADO. SI AL DICTARSE EL AUTO DE 
FORMAL PRISIÓN, EL JUEZ ORDENA QUE SE RECABEN SIN EXISTIR PETICIÓN EXPRESA DEL 
MINISTERIO PÚBLICO EN EL PLIEGO DE CONSIGNACIÓN, SE VULNERAN LOS PRINCIPIOS DE 
LEGALIDAD E IGUALDAD PROCESAL DE LAS PARTES.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 19 de junio de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 19, Tomo III, junio de 2015, página 2241, con número de 
registro digital: 2009429. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 329/2015, sostuvo la tesis aislada II.2o.P.42 P (10a.), de título y subtítulo: "ORDEN DE 
IDENTIFICACIÓN ADMINISTRATIVA (FICHA SIGNALÉTICA). AL SER UNA DISPOSICIÓN CON FINES 
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ADMINISTRATIVOS DE CONTROL QUE DERIVA, POR MINISTERIO DE LEY, DEL AUTO DE 
VINCULACIÓN A PROCESO, Y NO UNA SANCIÓN, EL QUE SE ORDENE QUE SE RECABE SIN PETICIÓN 
EXPRESA DEL MINISTERIO PÚBLICO, NO TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD PROCESAL Y 
CONTRADICCIÓN.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 25 de 
noviembre de 2016 a las 10:36 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 36, Tomo IV, noviembre de 2016, página 2406, registro digital: 2013186. 
 
Tesis de jurisprudencia 134/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de veintinueve de noviembre de dos mil diecisiete.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de diciembre de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de 
diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 


